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Informe de pobreza y evaluación de la
red de asistencia social

Fedesarrollo ha querido dedicar el análisis
coyuntural de esta revista a exponer las princi-
pales conclusiones de dos importantes trabajos
sobre diagnóstico y política social. Ambos tra-
bajos fueron realizados por el Banco Mundial;
ambos contaron con el apoyo del Gobierno Na-
cional; ambos involucraron investigadores de
Fedesarrollo, además de muchos otros investi-
gadores nacionales y extranjeros. Y ambos cons-
tituyen piezas clave para el diseño y el desarro-
llo de la política social en los años por venir.

Primero se presentan las conclusiones del
Informe de pobreza del Banco Mundial. Este  texto
ofrece, en primera instancia, una mirada retros-
pectiva a la evolución de los indicadores socia-
les durante los últimos 25 años, analiza después
las consecuencias sociales de la crisis y presenta,
finalmente, un listado de los principales linea-
mientos que deberían orientar la política social
en aras de reducir la pobreza y mitigar sus con-
secuencias más costosas. Las conclusiones enun-

ciadas hacen parte de un informe de varios vo-
lúmenes, cuya elaboración fue liderada por Car-
los Eduardo Vélez y contó además con la par-
ticipación de Vivien Foster, Mauricio Santama-
ría, Natalia Millán, Bénédicte de la Brière, Giota
Panapoulus y Alejandro Gaviria1.

Luego se presentan las conclusiones de la
Evaluación de la red de apoyo social. Este texto pre-
senta primero un diagnóstico de los programas
de asistencia social existente en el país, enfa-
tizando los programas implantados por la ad-
ministración Pastrana; y presenta, después, una
serie de consideraciones para una posible refor-
ma integral de la provisión de servicios de asis-
tencia en el país. Como en el informe de pobre-
za, aquí sólo se recogen las conclusiones de un
estudio mucho más amplio liderado por Laura
B. Rawlings, y que contó, además, con la activa
de participación de muchos otros investigado-
res del Banco Mundial, del Departamento Na-
cional de Planeación y de Fedesarrollo.

1 Los lectores interesados podrán encontrar copias completas de ambos informes en la siguiente dirección de internet: http:/
/lnweb18.worldbank.org/external/lac/lac.nsf/Countries/Colombia. Los textos completos de los informes se publica-
rán próximamente en sendos libros coeditados por el Banco Mundial y el Departamento Nacional de Planeación.
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I. Informe de Pobreza Banco Mun-
dial: Principales conclusiones

Hasta 1996, Colombia disfrutó de un crecimien-
to alto, sostenido y estable. Desde entonces, ha
sufrido su crisis económica más severa desde la
década de 1930. Después del bajonazo de co-
mienzos de la década de 1980, las políticas de
ajuste macroeconómico y la bonanza cafetera de
1986 ayudaron a restaurar los balances interno y
externo. A finales de la década de 1980, las ex-
portaciones distintas del café se diversificaron,
el desempleo cayó y el crecimiento fue sólido
hasta 1996. Pero la historia cambió súbitamente.
Durante la década de 1990, el gasto público total
comenzó a crecer a un ritmo insostenible. Y en la
segunda mitad de la misma década, el desempe-
ño macroeconómico se deterioró de manera sig-
nificativa, con el desplome de las tasas de creci-
miento y el escalamiento del desempleo. Esta si-
tuación ocurrió durante una década en la que las
reformas de la política pública fueron abundan-
tes y los choques externos significativos. Además
de la reforma constitucional de 1991, una acti-
vista política pública exigió reformas estructu-
rales en "áreas clave como las finanzas públicas
subnacionales, la salud, las pensiones, los mer-
cados laborales, la estructura del banco central,
el comercio y los flujos de capital. De manera si-
multánea, los indicadores de riesgo empeora-
ron, debido principalmente al incremento de la
volatilidad macroeconómica, a la fragilidad del
sector financiero y a la persistencia de altos ni-
veles de criminalidad  y violencia que forzaron
al sistema judicial más allá de sus límites. Ade-
más, los regímenes autoritarios de facto impues-
tos por los señores de la guerra, tanto los para-
militares como la guerrilla, han limitado la inje-
rencia del Estado en algunas áreas rurales.

Los efectos de estos eventos sobre el bienes-
tar del colombiano promedio se pueden antici-
par fácilmente. No es claro, sin embargo, qué tan
grande ha sido la pérdida del bienestar. ¿Qué
tanto ha afectado la crisis a los pobres y a otros
grupos vulnerables?, ¿Qué tipo de vulnerabili-
dades ha emergido en el nuevo ambiente econó-
mico?, ¿Qué tan apropiadas han sido las políti-
cas del gobierno en términos de inversión y pro-
tección social?, ¿Cuáles son los sectores que ne-
cesitan un mejoramiento urgente?. Estas pre-
guntas son abordadas, de manera exhaustiva,
por el Reporte de Pobreza del Banco Mundial.  A
continuación se presenta un resumen de los prin-
cipales argumentos, un esbozo de las principa-
les respuestas a las preguntas planteadas y un
adelanto de las opciones y posibilidades de po-
lítica.

A. Tendencias de la pobreza: progreso sus-
tancial de largo plazo con un bajonazo
reciente

En primer lugar, las tendencias de la pobreza en
Colombia muestran un progreso sustancial de
largo plazo, con un bajonazo reciente. De acuer-
do con la línea de pobreza nacional, en 1999,
64% de la población se encontraba en la pobreza
y 23% en la extrema pobreza. Las tendencias de
la pobreza declinaron durante la década de 1980
y la primera mitad de la década de 1990. Sin
embargo, después de una reducción de 20 pun-
tos porcentuales de 1978 a 1995, las tasas retro-
cedieron, y en 1999, la pobreza regresó a los ni-
veles registrados en 1988. Mientras tanto, la ex-
trema pobreza declinó mucho más rápido que la
tasa de pobreza entre 1978 y 1995, cayendo más
de 50% (de 45  a 21%). De manera similar, la rece-
sión agravó la tasa de extrema pobreza, pero su
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nivel actual se encuentra aun muy por debajo
del nivel prevaleciente en 1988. Usando la línea
de pobreza de "un dólar al día", el total de po-
breza es de 13%. Las medidas basadas en el con-
sumo sugieren que los índices de pobreza basa-
dos en el ingreso sobrestiman la pobreza rural y
urbana por amplios márgenes: entre 15 y 20
puntos porcentuales. La población rural enfren-
ta condiciones económicas aún más adversas,
en particular en el total de la extrema pobreza,
que es casi tres veces más grande que el de los
habitantes urbanos. Sin embargo, a diferencia
de las  áreas urbanas, la pobreza extrema rural
declinó mucho más rápido hasta 1995, y además
la recesión económica golpeó de manera más
severa a los pobres extremos urbanos.

B. Indicadores sociales: mejoramientos
persistentes de largo plazo

En segundo lugar, durante las últimas dos déca-
das, varios indicadores de desarrollo social mos-
traron una tendencia claramente positiva. Aun-
que las tasas de cobertura escolar progresaron
lentamente y sufrieron un retroceso durante la
reciente depresión económica, las tasas de ter-
minación de la escolaridad primaria y secunda-
ria mejoraron sustancialmente, alcanzando 90 y
59%, respectivamente. En las áreas urbanas, el
logro educativo promedio se incrementó en 2,7
años y las tasas de analfabetismo se redujeron
casi a la mitad. Los mejoramientos en la educa-
ción rural han sido aun mayores cuando se juz-
gan mediante el progreso de las tasas de cober-
tura de todas las edades escolares, en especial la
de 18 a 22 años. Además, las tasas de cobertura
rurales parecen ser más resistentes a los perío-
dos de recesión que las tasas urbanas. Dado su
comportamiento procíclico -tal como ocurre en
la mayoría de los países latinoamericanos y en

los Estados Unidos-, el trabajo infantil ha dismi-
nuido. Asimismo, ha aumentado el cubrimiento
de la infraestructura básica, agua, alcantarilla-
do, electricidad y teléfono, como resultado de la
convergencia de las ciudades menos cubiertas
en 1978, así como de la ampliación progresiva
de las coberturas entre la población más pobre.
Sin embargo, el alcantarillado y las conexiones
telefónicas en las áreas urbanas aún se encuen-
tran retrasados y las coberturas faltantes ocul-
tan miles de individuos, concentrados en gru-
pos aislados regionales de pobreza, donde estas
necesidades básicas no han sido satisfechas to-
davía. Durante las últimas cuatro décadas, la ex-
pectativa de vida mejoró aproximadamente en
un año cada dos años calendario. A pesar de es-
to, las diferencias regionales son considerables
y la mayor parte de los logros benefició a las mu-
jeres, debido a que las crecientes tasas de homi-
cidio de los jóvenes resaltaron parcialmente el
impacto de los logros en salud en la expectativa
de vida.

C. El peso del delito: homicidio y violencia
doméstica en el caso de los pobres, deli-
tos contra la propiedad en el caso de los
ricos

En tercer lugar, la violencia y el crecimiento
continuo del delito desde la década de 1970 han
erosionado el bienestar de todos los colombia-
nos. Los hogares pobres soportan la mayor par-
te de la carga del homicidio y de la violencia do-
méstica, y los jóvenes colombianos enfrentan de
manera extrema un alto riesgo de ser asesina-
dos. Asimismo, las mujeres sin educación y las
parejas de hombres sin educación soportan una
participación desproporcionada de la violencia
doméstica. En contraste, los ricos soportan una
parte desproporcionada de la carga de los deli-
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tos contra la propiedad, la extorsión y el secues-
tro. Es más probable que los ricos sean victimi-
zados, que modifiquen su comportamiento de-
bido al temor al delito, que manifiesten sentirse
inseguros y que inviertan para evitar el delito.
Después de triplicarse desde 1970 a 1991, las ta-
sas de homicidio disminuyeron de manera mo-
derada en la década de 1990, mientras que la ex-
torsión, el secuestro, el robo de autos y el asalto
a mano armada continuaron creciendo. La pro-
gresión de la violencia está asociada con el co-
mercio ilegal de drogas y la presencia de grupos
armados ilegales, y Colombia es desde hace dé-
cadas el mayor productor de cocaína del mun-
do y se ha convertido recientemente en un pro-
veedor significativo de opio y heroína. Además,
los costos sociales de la violencia han aumenta-
do debido a la creciente demanda de recursos pú-
blicos para atender a las víctimas y evitar un ma-
yor deterioro de la seguridad. El conflicto arma-
do en las áreas rurales también ha propiciado un
aumento en el número de personas desplazadas
-por lo menos un millón-, lo que ha incrementado
aún más la presión sobre los  recursos públicos.
El gasto público en justicia y seguridad ha más
que doblado su participación en el producto
interno bruto (PIB) durante la última década, y
el gasto privado en seguridad parece estar incre-
mentándose de manera aun más rápida.

Además de su carga directa, la violencia in-
terfiere con el normal desarrollo de la economía
de mercado e impone un considerable costo psi-
cológico en aquellas poblaciones que no son vic-
timizadas de manera directa. La concentración
desproporcionada de los delitos contra la pro-
piedad entre los miembros más ricos de la po-
blación tiene consecuencias económicas graves
e indeseables, como niveles más bajos de inver-
sión y crecimiento y mayores tasas de migración

entre los más educados. La concentración del
delito entre los pequeños propietarios de nego-
cios tiene un efecto perverso en la eficiencia eco-
nómica, lo cual reduce la inversión y el empleo
en las comunidades urbanas pobres. Por su par-
te, la concentración del homicidio y la violencia
doméstica entre los más pobres, además de sus
efectos obvios sobre el bienestar de las víctimas,
impone una carga psicológica y económica so-
bre sus familiares e incrementa sus posibilida-
des de comportamientos patológicos y disfun-
cionales permanentes, especialmente entre los
niños. Esto, en últimas, erosiona la movilidad
socioeconómica y contribuye a la perpetuación
de la pobreza. Así, mientras los pobres, la clase
media y los colombianos ricos continúen sin-
tiéndose indefensos fuera de sus casas, y las mu-
jeres pobres experimenten sentimientos simila-
res dentro de sus hogares, la posibilidad de re-
cuperar la prosperidad económica y la equidad
parece más elusiva.

D. Los logros económicos y el desarrollo
social se han adaptado al crecimiento de
la inseguridad

En cuarto lugar, tres aspectos fundamentales
del bienestar -i) el ingreso de los hogares, ii) el
desarrollo social y iii) la seguridad personal-  no
evolucionan en completa armonía. De manera
esporádica, éstos divergen y entran en una con-
tradicción parcial. A pesar de dos décadas de
persistente deterioro de la seguridad, Colombia
experimentó un mejoramiento claro en los indi-
cadores sociales y económicos. Además, la in-
versión social en recursos humanos mostró una
saludable solidez si se compara con la reciente
inestabilidad macroeconómica. Sólo de modo
reciente, debido probablemente a la recesión eco-
nómica, la cobertura escolar ha disminuido.
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E. Vulnerabilidad: las características de los
pobres son persistentes y se han polari-
zado más

En quinto lugar, durante las últimas dos déca-
das, la población más vulnerable a la pobreza ha
conservado un conjunto relativamente constan-
te de características. Sin embargo, con el paso
del tiempo, estas características se han venido po-
larizando más. El insuficiente ingreso per cápita
en los hogares -en consecuencia, la pobreza- es-
tá asociado al menos con uno de los siguientes
estados: Bajos niveles de capacitación para el
trabajo, menores tasas de empleo, mayores ta-
sas de dependencia (número de niños por adul-
to) y menores salarios. Los primeros tres predo-
minan en los hogares pobres de Colombia. Du-
rante la década de 1990, la probabilidad de esca-
par de la pobreza dependió de manera creciente
de tener un menor número de hijos, una mayor
cantidad de miembros en edad laboral con edu-
cación postsecundaria y una mayor probabili-
dad de acceder a empleos por parte de miem-
bros diferentes del jefe de hogar.

La pobreza también puede llegar en circunstan-
cias menos típicas, es decir, a partir de eventos
de baja frecuencia que conllevan efectos de bie-
nestar devastadores; por ejemplo, cuando un
miembro sufre un accidente que le impide tra-
bajar, o el jefe de hogar pierde su empleo o es for-
zado a abandonar sus actividades productivas.
En contraste con la situación urbana, la pobreza
rural sigue siendo mucho más severa y repre-
senta una participación mayor de la pobreza
total. Además, el hecho de que las característi-
cas familiares parecen ser insuficientes, por si
solas, para explicar el mayor nivel de la pobreza
rural en relación con la pobreza urbana subraya
la importancia de otros factores no demográfi-

cos, es decir, infraestructura, recursos naturales
y tecnología, con el fin de explicar la brecha en
el desarrollo rural-urbano. En resumen, los ros-
tros de la pobreza son típicamente niños de
todas las edades, jefes de hogar jóvenes con poca
calificación, emigrantes recientes y personas que
no son propietarias de vivienda. Estos grupos se
han empobrecido de manera más clara que los
pensionados, los que tienen educación univer-
sitaria, los ancianos y los antiguos emigrantes
urbanos.

F. El crecimiento económico fue instru-
mental para la reducción de la pobre-
za

En sexto lugar, el crecimiento del ingreso per
cápita es el factor predominante tras los logros
y pérdidas en la pobreza urbana de 1978-1995.
En este período, el ingreso per cápita del hogar
colombiano promedio aumentó en 92%. Duran-
te la década de 1980 y comienzos de la década de
1990, el crecimiento económico explicó casi por
completo la reducción de 22 puntos porcentua-
les de la pobreza urbana. De igual manera, du-
rante la reciente recesión, la pobreza se incremen-
tó debido al efecto combinado del crecimiento
negativo y el incremento de la desigualdad.

En particular, la tasa de extrema pobreza parece
ser más sensible al crecimiento que la tasa de po-
breza "normal". Sin embargo, la aparente caída
de la elasticidad de la demanda laboral en rela-
ción con el crecimiento ha llevado a que persis-
tan los niveles de desempleo y, por ende, las
tasas de pobreza. Esta tendencia justifica una
evaluación crítica de todos los instrumentos de
política -tanto macro como micro- que podrían
estar distorsionando la demanda laboral por
parte del sector privado.
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1. Una mayor educación y una menor fertilidad
fueron cruciales para el crecimiento del in-
greso per cápita

Las características de los hogares que explican
la mayor parte del crecimiento del ingreso per
cápita durante las últimas dos décadas han sido
el aumento de los niveles de educación de la
fuerza laboral y la reducción en las tasas de de-
pendencia, explicadas, a su vez, por la reduc-
ción en el tamaño de las familias. Sin embargo,
entre los hogares con jefes de hogar poco califi-
cados, los avances en términos de ingresos se ex-
plican por un tercer factor adicional: mayores
salarios reales. No sólo es importante el impac-
to directo de la educación en el ingreso -en tér-
minos de tener mejores habilidades que ofrecer
en el mercado laboral-, sino que también son im-
portantes los efectos indirectos. Una mejor edu-
cación mejora las posibilidades de conseguir un
empleo, un factor clave para escapar de la po-
breza. La educación ayuda a reducir la fertili-
dad, incrementando así el ingreso per cápita.
Finalmente, la educación reduce la incidencia
de la violencia doméstica. En resumen, la evi-
dencia muestra que la educación en Colombia
parece desempeñar el papel más importante en-
tre todos los instrumentos de política social.

2. La pérdida del empleo generó la mayor parte
del aumento de la pobreza durante la rece-
sión económica

Durante el período recesivo, la mayor parte del
incremento observado en la pobreza urbana (7,5
puntos porcentuales) se explica por la pérdida del
empleo, y el resto, por salarios más bajos. La di-
námica asimétrica de la creación de empleo y
del ajuste salarial entre los asalariados y los tra-
bajadores por cuenta propia explica el resulta-

do. Sin ninguna flexibilidad en la disminución
de los salarios, el mercado se ajustó por medio
de la pérdida de empleo de los asalariados: 6%
de los hogares urbanos se vieron afectados. Al-
gunos de estos hogares se las arreglaron para
emplearse por su propia cuenta, y sufrieron una
severa caída en los ingresos laborales, y el resto
se quedó sin ningún ingreso laboral.

G. El aumento en la desigualdad erosionó
parcialmente los aumentos en el bienes-
tar de los más pobres

En séptimo lugar, la tendencia del aumento de
la desigualdad redujo los potenciales  logros de
bienestar de los colombianos hasta 1995 y agra-
vó las pérdidas de bienestar durante la recesión
económica a finales de la década de 1990. En La-
tinoamérica, una región con alta desigualdad en
el ingreso, Colombia se ubica casi en primer lu-
gar entre los países más desiguales. El coeficien-
te Gini había alcanzado un valor de 0,57 en 1999;
es decir, la diferencia esperada en el ingreso en-
tre cualquier pareja de colombianos escogidos
al azar se ha estado incrementando con el paso
del tiempo, y fue responsable de una pérdida de
bienestar -de los individuos más pobres- de 18%
entre 1978 y 1995, y de una pérdida adicional de
5% a finales de la década de 1990. La dinámica
de la desigualdad rural y urbana tiende a diver-
gir: mientras que la desigualdad urbana aumen-
tó de manera continua durante todo el período
-deteriorándose de modo sustancial durante la
década de 1990-, la desigualdad rural fluctuó. A
pesar de la importancia de la desigualdad entre
las regiones urbana y rural, la desigualdad entre
los grupos desempeña un papel cada vez más
dominante en la explicación de la tendencia na-
cional. La educación es la variable más impor-
tante para entender la desigualdad en el ingre-
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so.  Por fuentes de ingreso, el ingreso laboral es
la fuerza que jalona la tendencia observada, pe-
ro las pensiones son el componente de ingreso
más desigual entre las fuentes de ingreso distin-
tas a la laboral.

1. Las mayores diferencias salariales entre dis-
tintos niveles de habilidad aumentaron la
desigualdad del ingreso en la década de 1990

En alguna medida, las reducciones de la desi-
gualdad de las décadas de 1960 y 1970 se han
perdido durante las últimas dos décadas. Este
resultado es una combinación de efectos com-
pensatorios de fuerzas que incrementa y redu-
cen la desigualdad. Entre éstas se destacan las
diferencias salariales por nivel de habilidad, los
ingresos no laborales -principalmente pensio-
nes-,  el tamaño de las familias, el estancamiento
de la oferta de trabajadores educados, cambios
en la participación laboral y ocupación. El aná-
lisis de la descomposición muestra que la igua-
lación de la educación de la fuerza laboral trajo
consigo una menor desigualdad del ingreso en
las áreas rurales. Sin embargo, lo opuesto suce-
dió en los centros urbanos, debido al aumento
de las diferencias salariales según niveles de
habilidad. Además, el aumento en la participa-
ción laboral de las mujeres con menores niveles
de capacitación generó efectos contrapuestos
entre la distribución del ingreso en los hogares
y la de los salarios en las personas: regresivo pa-
ra ésta última, pero progresivo para la primera.

El análisis revela que la dinámica de la desi-
gualdad del ingreso puede obedecer a la combi-
nación de factores persistentes y factores fluc-
tuantes. Los primeros estarían asociadas con
factores demográficos y relacionados con la ofer-
ta de trabajo, y los segundos con fluctuaciones

de corto plazo en el mercado de trabajo. El efecto
conjunto de los factores persistentes implicaría
un deterioro creciente de la desigualdad en el
largo plazo, a menos que se revierta la tendencia
hacia el incremento en las diferencias de salario
según niveles de capacitación. Por esta razón, se
debe prestar especial atención a la educación
postsecundaria, habida cuenta que el incremen-
to en las diferencias salariales de los trabajado-
res urbanos con educación postsecundaria en
relación con los bachilleres se atribuye, de ma-
nera parcial, al estancamiento de la oferta de los
trabajadores con mayores niveles de capacita-
ción.

2. ¿Acciones gubernamentales y prioridades pa-
ra los pobres?

Los instrumentos de política pública pueden re-
ducir la pobreza bien sea atacando sus fuentes o
atacando sus efectos más perjudiciales, o am-
bas; es decir, atacando la incapacidad de gene-
rar ingresos o atacando las deficiencias en el ac-
ceso a  programas básicos de asistencia social. El
perfil de la vulnerabilidad –¿quiénes son los gru-
pos más vulnerables?- suministra una guía para
la evaluación y elección de los instrumentos de
política. La falta de acceso a los programas bási-
cos de asistencia social puede causar pérdidas
irreversibles de capital humano a las cohortes
vulnerables, especialmente a los niños. Así, sub-
sidios a la acumulación de capital humano pue-
den ayudar a romper el círculo vicioso de la po-
breza. Al mismo tiempo, la inversión en capital
humano constituye un componente estratégico
del crecimiento de largo plazo, el cual, a su vez,
refuerza la reducción de la pobreza. Por otra par-
te, las oportunidades de ingreso de los pobres,
en el corto plazo, están fuertemente correlacio-
nadas con el ciclo económico y el nivel de des-
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empleo. Por lo tanto, el bienestar de los pobres es
muy sensible al manejo macroeconómico. Dada
la volatilidad macroeconómica de los últimos
años, instrumentos de protección social, en la
forma de transferencias directas de dinero o
activos, son un elemento crucial para mitigar la
carencia transitoria de ingresos entre los pobres.

H. Servicios sociales en la década de 1990:
gigantescos esfuerzos de gasto público
con resultados mixtos en los diferentes
sectores

En octavo lugar, durante la última década Co-
lombia ha realizado un esfuerzo sostenido para
aumentar la inversión social, PSE, la cual alcan-
za hoy 15% del PIB. La década de 1990 fue un
período en el cual el gasto público total y el gasto
público social crecieron de manera rápida, y fue,
al mismo tiempo, un período en el cual fueron
implantadas ambiciosas reformas del sector
público, principalmente en cuanto a descentra-
lización, pensiones y salud. A pesar de su creci-
miento, el PSE se encuentra aún 10% por debajo
del promedio regional latinoamericano. 90%
del PSE está dedicado a pensiones, educación y
salud. Las pensiones son la categoría más gran-
de (40%), con beneficios mínimos para los po-
bres y coberturas muy pequeñas, además de
presentar un crecimiento fiscalmente insosteni-
ble. De otro lado, las comparaciones de los pro-
gramas de asistencia social (educación, cuidado
infantil, salud, subsidios de vivienda y servicios
públicos) revelan una heterogeneidad sustan-
cial en el grado de centralización administrati-
va, en los niveles de cobertura y en los mecanis-
mos de focalización.

Entre 1992 y 1997, todos los programas socia-
les, con la excepción del cuidado infantil, incre-

mentaron sus tasas de cobertura y su grado de
focalización hacia los más pobres. En la mayoría
de los sectores, sin embargo, el crecimiento del
gasto público superó el incremento en la presta-
ción de servicios. Aunque la incidencia general
del PSE es aproximadamente neutral, los pobres
se benefician de manera sustancial. Por lo tanto,
el impacto estimado del PSE sobre la reducción
de la pobreza parece esencial. Como resultado
de la reforma al sector salud de comienzos de la
década de 1990 (ley 100 de 1993), el asegura-
miento en salud casi se duplicó y la equidad en
el acceso a los servicios creció de manera osten-
sible. Además, la introducción simultánea del
régimen subsidiado en salud redujo las eroga-
ciones de los pobres en caso de enfermedad. De
manera simultánea, la satisfacción con los servi-
cios mejoró en todos los grupos de ingreso. Sin
embargo, las tasas de vacunación sufrieron una
caída bastante severa durante la última década
y las tasas de tratamiento permanecieron estan-
cadas en los diversos grupos de ingreso, a pesar
de la adición considerable de recursos introdu-
cida por la reforma.

I. Un alto crecimiento económico positivo
durante la próxima década es imperati-
vo para hacer retroceder el incremento
de la pobreza generado por la reciente
recesión

En noveno lugar, la recuperación del crecimien-
to económico es una condición necesaria para
retornar al sendero de reducción de la pobreza
que disfrutó la economía colombiana hasta la
reciente recesión. El crecimiento promedio anual
del PIB tendría que ser al menos de 4% durante
toda la década siguiente, con el fin de reducir la
pobreza al nivel anterior al de la recesión. La re-
ducción de la pobreza dependerá de manera
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crucial de la recuperación del sector privado, el
empleador de los hogares pobres de Colombia.
Tal resultado requerirá varios cambios. El sec-
tor público debe ser reformado con el fin de ase-
gurar la sostenibilidad fiscal y recuperar, por
ende, un clima favorable a la inversión privada.
Para este propósito, es primordial la reforma
pensional, la cual generaría recursos públicos
en gran cuantía en el mediano plazo sin afectar
a los pobres. Además, las tasas reales de interés
deben mantenerse en niveles eficientes. La elas-
ticidad del empleo en relación con el crecimien-
to económico también debe recuperarse, espe-
cialmente en el caso de los trabajadores con ba-
jos niveles de capacitación -para esto es impera-
tivo una recuperación del sector de la construc-
ción-. Esta recuperación dependerá no sólo de
políticas orientados a reestablecer el crédito hipo-
tecario, sino también de políticas laborales que
eviten la proliferación de impuestos a nomina y
el crecimiento excesivo del salario mínimo.

J. Prioridades del programa social para los
pobres: cuidado infantil, salud e infra-
estructura básica

En décimo lugar, a pesar de un incremento en
las tasas de cobertura, aún existen déficit sus-
tanciales en algunos programas sociales. En los
actuales momentos, las mayores prioridades de
asistencia y servicios sociales son el cuidado in-
fantil, los servicios de alcantarillado, el trata-
miento de la salud y la seguridad ciudadana.
Para los grupos de ingreso alto, bajo y medio, las
prioridades son similares, con la importante
adición de la educación terciaria. Sin embargo,
un incremento sustancial de la oferta de las uni-
versidades públicas sería prohibitivamente cos-
toso dados los altos costos marginales prevale-
cientes. La expansión del crédito universitario

debería, por lo tanto, convertirse en el principal
instrumento para la ampliación de las cobertu-
ras universitarias, habida cuenta que los retor-
nos privados son atractivos y el sector privado
ha mostrado una respuesta dinámica a las exi-
gencias del mercado.

K. Los programas de la red de seguridad se
convierten en instrumentos de política
valiosos dada la creciente inseguridad
económica

En undécimo lugar, en Colombia los pobres es-
tán expuestos de manera desproporcionada a la
inseguridad económica; esto es, al riesgo de en-
frentar una pérdida inesperada y transitoria del
ingreso. Bajo estas circunstancias, el aumento
en el cubrimiento de la seguridad social en sa-
lud mejoraría la protección social y la recupera-
ción de la propiedad de vivienda aumentaría la
autoprotección.  Con el fin de ayudar a los hoga-
res más severamente afectados por la crisis, los
mecanismos de seguridad social deberían en-
frentar los efectos temporales indeseables de la
recesión sobre el bienestar actual y ayudar a evi-
tar pérdidas irreversibles en la acumulación de
capital humano. Colombia tiene un "archipiéla-
go" de instituciones dedicadas a la protección y
la asistencia social que podrían ser muy útiles
para mitigar los riesgos que enfrentan los po-
bres en períodos de crisis (y en el bajonazo ac-
tual en particular). Al mismo tiempo, Colombia
debería expandir el menú de instrumentos, con
el fin de enfrentar los desafíos de algunos gru-
pos vulnerables que están recibiendo muy poca
o ninguna ayuda.

La ampliación del cubrimiento del seguro de
salud -en los regímenes subsidiado y contribu-
tivo- acaecida a partir de la ley 100 (1993) repre-



COYUNTURA SOCIAL

36

senta un mejoramiento sustancial en la protec-
ción contra la inseguridad económica. Sin em-
bargo, las tasas de tratamiento para los pobres
son aún mucho más bajas para los pobres que
para otros grupos de la población. La propiedad
de vivienda, especialmente en el caso de los po-
bres, se desplomó durante el reciente período
recesivo. Así, la autoprotección que  usualmen-
te se da a través de la propiedad de activos se ha
erosionado, lo cual ha incrementado la vulnera-
bilidad de los hogares pobres. La política de vi-
vienda debería enfocarse a la asignación de más
recursos para la adquisición de vivienda -vivien-
da de interés social-, rediseñando los métodos de
focalización y modificando la regulación de los
mercados de crédito hipotecario, para evitar las
tasas de interés real excesivas e ineficientes en
vigor desde mediados de la década de 1990. El
desempleo de los jefes cabezas de hogar con po-
ca capacitación para el trabajo se ha incremen-
tado de manera considerable durante la rece-
sión, con un efecto devastador sobre los hogares
pobres. Por lo tanto, debería dársele prioridad
en los programas actuales de emergencia de em-
pleo y de seguro a la salud subsidiado a este tipo
de hogares. Los hogares pobres, y las mujeres
sin educación en particular, están expuestos de
manera desproporcionada a la violencia domés-
tica; en consecuencia, tanto el sistema judicial
como el Instituto Colombiano de Bienestar Fa-
miliar (ICBF) deberían coordinar sus esfuerzos
para mejorar la prevención de este tipo de episo-
dios y proteger a los individuos expuestos a los
riesgos más evidentes.

Los niños y los jóvenes de todas las edades
son los grupos demográficos más expuestos a la
pobreza. Los programas públicos deberían aten-
der sus demandas de asistencia social, con el fin
de evitar pérdidas irreversibles en la inversión

de capital humano que tienen efectos previsi-
bles y perversos sobre la movilidad social. El in-
cremento en el cubrimiento de la nutrición, el
cuidado infantil y la educación preescolar no
sólo beneficia a los niños más vulnerables, sino
que otorga a muchas familias pobres la oportu-
nidad de incrementar la participación en la fuer-
za laboral de miembros distintos al jefe y mejora
la probabilidad de escapar de la pobreza. Final-
mente, los bachilleres enfrentan una participa-
ción desproporcionada en el desempleo. El de-
sarrollo de habilidades laborales a través de la
capacitación técnica y, adicionalmente, de exen-
ciones en los impuestos a la nomina podría ayu-
dar a mejorar sus oportunidades de empleo y su
probabilidad de escapar de la pobreza. Además,
la exposición de los hombres jóvenes a un enor-
me riesgo de homicidio, con documentados efec-
tos postraumáticos en los sobrevivientes y los
testigos, justifica políticas preventivas específi-
cas, tanto judiciales como de bienestar familiar.
Por otra parte, el reciente aumento en el riesgo
de embarazo no deseado entre mujeres jóvenes
habitantes de los barrios más pobres, con efectos
negativos sobre la movilidad social, es una bue-
na razón para ampliar los programas de salud
reproductiva hacia este grupo demográfico.

L. Conclusiones

La reducción de la pobreza que Colombia dis-
frutó hasta mediados de la década de 1990 ha
sido interrumpida por una severa recesión que
ha aumentado las tasas de pobreza hasta llevar-
las a los niveles observados en 1988. Incluso si se
restableciera de manera rápida el sendero del
crecimiento económico, llevaría más de una dé-
cada retornar a los niveles de pobreza prevale-
cientes en 1995. Además, el incremento de la
violencia y la criminalidad ha erosionado el bie-
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nestar de todos los colombianos, en particular el
bienestar de los hogares pobres que soportan la
mayor parte de la carga de los homicidios y de
la violencia doméstica, y de los hombres jóve-
nes que enfrentan un riesgo sustancial de ho-
micidio. Esto tiene efectos adversos sobre el bie-
nestar y constituye un desafío importante en
términos de política pública.

Los grupos típicamente más vulnerables son
los niños de todas las edades, los hogares con
jefes más jóvenes y menos educados, la pobla-
ción desplazada y aquellos que no son propieta-
rios de vivienda. Con el fin de ayudar a los po-
bres, el gobierno debe combinar acciones de cor-
to y largo plazo para atacar tanto las fuentes de
pobreza -falta de ingresos- como sus consecuen-
cias más perjudiciales. Por lo tanto, con el fin de
incrementar el ingreso de los hogares, el objeti-
vo principal en el corto plazo es alcanzar un ma-
yor crecimiento económico y un menor desem-
pleo. En el largo plazo, se debe dar prioridad a
la acumulación de capital humano que asegure
la capacidad para generar ingresos y conduzca
a la reducción de la fertilidad y al aumento de las
tasas de participación laboral femenina. Para mi-
tigar las consecuencias de largo plazo de la po-
breza, el gobierno debería mantener provisio-
nes subsidiadas para financiar programas de
asistencia social, especialmente aquellos que
promueven la adquisición eficiente de activos
humanos y no humanos. Y, en el corto plazo, se
deben consolidar y expandir los mecanismos de
protección de la social. Todo esto requiere una
acción coordinada del gobierno en cinco áreas de
política: seguridad, crecimiento y empleo, cui-
dado infantil y educación, infraestructura ur-
bana, y salud. Y lo que es más importante, estas
prioridades sectoriales deben ser viables políti-
camente, dado el hecho de que, según las encues-

tas de opinión pública, casi cuatro de cada cinco
colombianos creen que la política pública se de-
be enfocar principalmente en la lucha contra la
violencia, el desempleo y la pobreza (Gráfico 1).

En resumen, las instituciones políticas en
Colombia enfrentan grandes desafíos de políti-
ca en cinco áreas principales:

❐ Seguridad: abordar los problemas de gober-
nabilidad, con el fin de suministrar protec-
ción a la vida y a la propiedad del ciudadano
común.

❐ Crecimiento y empleo: alcanzar la estabilidad
macroeconómica y fiscal, con el fin de recupe-
rar tasas de crecimiento sostenible para así
incrementar la creación de empleo y retornar
al sendero de la reducción de la pobreza.

❐ Cuidado infantil y educación: mejorar la efi-
ciencia y equidad en la provisión del cuida-
do infantil y la educación -en preescolar y ca-
pacitación técnica-, además de ampliar el cré-
dito educativo para la educación terciaria.

Gráfico 1
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❐ Infraestructura: ampliar el cubrimiento del
alcantarillado y recuperar la tendencia de
incremento en la propiedad de vivienda.

❐ Salud: mejorar la eficiencia en el tratamiento
de la salud y reducir la filtración en el proce-
so de focalización en el régimen subsidiado.

II.Evaluación de la red de apoyo y
asistencia social de Colombia

La reciente crisis económica brindó una oportu-
nidad única para analizar la red de seguridad
social existente en Colombia. En 1999 Colombia
experimentó su más grande recesión en 70 años.
Esta situación fue la culminación de un creci-
miento insostenible en el gasto de los gobiernos
central y locales que comenzó a principios de la
década de 1990, en combinación con los choques
macroeconómicos externos de finales de la dé-
cada de 1990. En el frente macroeconómico, el
déficit del sector público consolidado aumentó
de 3,8% del PIB a mediados de la década de 1990
a 5,5% del PIB en 1999. En el frente social, la tasa
histórica de desempleo se duplicó a finales de la
década de 1990 y la pobreza urbana aumentó
siete puntos porcentuales entre 1995 y 1999. La
recesión económica se vio acompañada por la
intensificación del conflicto interno colombia-
no, el desplazamiento de cientos de miles de
personas y un crecimiento general de la violen-
cia y la inseguridad.

Aunque el crecimiento económico se recu-
peró ligeramente en los años recientes, la pobre-
za y el desempleo permanecieron altos y ha ha-
bido una tendencia negativa en algunos indi-
cadores clave del desarrollo humano. Aunque
la reciente recesión económica no es la única
causa que explica el deterioro de muchos de in-

dicadores sociales, ésta exacerbó, sin duda, cier-
tas vulnerabilidades e impuso serias restriccio-
nes fiscales sobre la capacidad del gobierno pa-
ra enfrentarlas. Es claro que el deterioro de los
indicadores sociales va más allá de la recesión
económica y ha dejado a algunos grupos en una
situación muy vulnerable, especialmente a los
niños, a los jóvenes, a los adolescentes y a la po-
blación desplazada.

¿Por qué se presentó esta situación? Colom-
bia no tenía una red de protección social efecti-
va capaz de enfrentar las consecuencias sociales
de la crisis. Históricamente, Colombia ha des-
cuidado la protección y la asistencia social y ha
puesto gran énfasis en la expansión -insosteni-
ble- de los servicios sociales, principalmente en
salud, educación y pensiones. Los programas
de asistencia social que hubieran podido ser mo-
vilizados para suministrar una red de protec-
ción durante la crisis estaban limitados por res-
tricciones estructurales, incluida la falta de fi-
nanciación, la inflexibilidad institucional, la exis-
tencia de decretos desenfocados y una focaliza-
ción deficiente.

Estas deficiencias condujeron a la introduc-
ción de la Red de Apoyo Social en el año 2000, la
cual se basa en tres programas: obras públicas
comunitarias (Empleo en Acción), transferen-
cias de dinero condicionadas a la asistencia es-
colar (Familias en Acción) y capacitación de jó-
venes desempleados (Jóvenes en Acción). Estos
programas representan un importante paso
adelante en el establecimiento de una estrategia
anticíclica de protección social tendiente a  abor-
dar las necesidades más apremiantes de desa-
rrollo humano. Infortunadamente, diseñar los
programas, asegurar su financiación e implemen-
tación llevó casi dos años, y el enfoque anticíclico
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aún está en mora de ser institucionalizado. El
siguiente paso consiste en evaluar los nuevos
programas e integrarlos en una red de seguri-
dad social coherente que incluya un componen-
te anticíclico diseñado para enfrentar crisis fu-
turas con la agilidad y efectividad requeridas.

La meta de este análisis es identificar temas
y señalar recomendaciones para la reforma de la
red de protección social. El diagnóstico sumi-
nistrado en este reporte debería ser útil para: i)
formarse una idea de la política de protección
del gobierno de Colombia; ii) fomentar el diálo-
go público alrededor de los temas clave de segu-
ridad social, y iii) suministrar una guía estraté-
gica para las instituciones de desarrollo multila-
teral y donantes que buscan apoyar a Colombia.
Para alcanzar estas metas, este estudio aborda
varias preguntas clave: ¿Qué podemos apren-
der de la vulnerabilidad a partir de la crisis re-
ciente?, ¿Cuál fue la respuesta del gobierno de
Colombia ante la crisis?, ¿Cuáles son las princi-
pales características de los programas de asis-
tencia social existentes en Colombia?, ¿Qué se
debe hacer para desarrollar una red de protec-
ción social coherente capaz de proporcionar al
gobierno de Colombia los instrumentos ade-
cuados para enfrentar las vulnerabilidades cla-
ve durante tiempos normales y de crisis?.

A. Análisis de los programas de asistencia
social en Colombia

La situación actual en Colombia es única, en
comparación con otros períodos de la historia
del país. En primer lugar, Colombia padece una
contracción económica sin precedentes que ha
sido seguida de un deterioro agudo y continuo
de los indicadores sociales.

En segundo lugar, Colombia está tratando
de resolver un severo desequilibrio fiscal que
requerirá importantes reformas, especialmente
en el campo de pensiones, antes de poder alcan-
zar la estabilidad macroeconómica. También es
claro que las ambiciosas reformas del gobierno
colombiano para promover la descentralización
y mejorar los indicadores sociales, introducidas
durante la década de 1990, son actualmente in-
sostenibles. Aunque Colombia ha logrado los
objetivos del FMI y ha hecho recientemente
avances importantes en el sistema de transfe-
rencias a los gobiernos locales a mediano plazo
la solvencia fiscal depende de la reforma del
sistema de pensiones estatales. El abordar estos
dos aspectos es un prerrequisito crítico para en-
frentar los temas de la reforma del sector social,
incluido el desarrollo de una red de protección
social coherente. Sin embargo, Colombia debe-
ría aprovechar las discusiones en marcha sobre
la reforma del sector social, con el fin de introdu-
cir dentro de las negociaciones la creación de
una red de protección social viable y efectiva.

Finalmente, un análisis de la vulnerabilidad
y de las redes de protección social debe tener en
cuenta la compleja y cambiante situación socio-
económica, exacerbada por el dilatado conflicto
interno. Aunque las redes de protección social
necesitan ser diseñadas de acuerdo con las nece-
sidades particulares del país en cuestión, esto es
especialmente cierto para Colombia, dada la
existencia de un conflicto interno que está des-
hilando su tejido social. El conflicto interno y su
fuerte vínculo con el cultivo y tráfico de drogas,
la ausencia histórica del Estado en muchas par-
tes del país y la atmósfera general de violencia y
de impunidad han sido instrumentales para
atizar las dramáticas perturbaciones socioeco-
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nómicas del país, y son factores clave en la ex-
plicación del deterioro continuo de los indica-
dores sociales. En realidad, aunque puede trans-
currir cierto tiempo antes de que Colombia ex-
perimente una contracción comparable a la pa-
decida durante 1998-1999, es probable que Co-
lombia siga enfrentando perturbaciones econó-
micas, debido al conflicto interno. En la modela-
ción de una red de protección social, esta situa-
ción exige estar preparados en dos frentes prin-
cipales: i) poder enfrentar no sólo los efectos de
los choques macroeconómicos futuros, sino tam-
bién los efectos del conflicto interno, y ii) dise-
ñar estrategias que aseguren la prestación de los
servicios sociales a las poblaciones afectadas
por dicho conflicto.

En resumen, la continuación del conflicto in-
terno, en combinación con las reformas fiscales
necesarias, implica que las perturbaciones futu-
ras son probables en el futuro cercano, lo cual
subraya, a su vez, la necesidad de prestar aten-
ción a la reforma de la red de protección social.

La situación actual necesita no solamente de
la estabilidad macroeconómica, sino también
de la viabilidad institucional, la cual depende,
en parte, de un adecuado desarrollo de los sec-
tores sociales. Una reforma sólida de la red de
protección social podría contribuir a restaurar
la fe en el Estado y su aparato institucional, en
particular si ésta es llevada a cabo mediante el
desarrollo de las fortalezas de Colombia en los
sectores sociales: notables ganancias en salud y
educación y la disponibilidad de los centros de
guarderías en los barrios de bajos ingresos.

Este reporte utiliza la estructura de manejo
del riesgo social (Banco Mundial 2001) para los
términos y conceptos clave. La estructura del

manejo del riesgo social se basa en la idea de que
los individuos, los jefes de hogar y las comuni-
dades están expuestas a múltiples riesgos de di-
verso origen, y que los riesgos pueden ser idio-
sincráticos o correlacionados. Las personas po-
bres están más expuestas al riesgo y tienen me-
nos acceso a arreglos efectivos de manejo del
riesgo. Esta vulnerabilidad hace que los indivi-
duos sientan aversión por el riesgo y sean me-
nos capaces de llevar a cabo actividades más
arriesgadas y con mayores retribuciones. Como
resultado, los pobres han desarrollado mecanis-
mos que se basan en la autoprotección (constru-
yendo gradualmente activos durante los bue-
nos tiempos, diversificando las fuentes de in-
gresos) y en la creación de estrategias para au-
nar los riesgos de la familia o de la comunidad.
Infortunadamente, estas estrategias pueden ser
ineficientes, lo cual conduce a la reducción per-
manente del capital humano de los pobres (por
ejemplo, sacar a sus hijos de la escuela para que
trabajen en respuesta a una caída de los ingre-
sos).

B. La crisis reciente y los grupos vulnera-
bles

En la actualidad, Colombia se está recuperando
de los efectos de su período económico más
difícil en más de 70 años. El crecimiento del PIB
decreció desde un promedio de 3 a 4% durante
la primera mitad de la década de 1990 hasta
0,6% en 1998 y -4,3% en 1999. Aunque los dos
años de recesión no fueron tan severos como las
crisis económicas que devastaron al continente
asiático, constituyeron, sin embargo, un pode-
roso revés para un país que pensaba que era
inmune a tal tipo de agitación económica. Una
década de reducción de la pobreza retrocedió
de manera inesperada debido a la crisis.
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Aunque el crecimiento económico se recu-
peró en el año 2000, los indicadores sociales no
se han recuperado, lo cual sugiere la presencia
de efectos de largo plazo que van más allá de los
efectos económicos de la recesión. La crisis trajo
consigo nuevos problemas y exacerbó algunos
problemas estructurales, como resultado del im-
pacto combinado del aumento del desempleo,
el incremento de la pobreza, la erosión del tejido
social y al aumento de la vulnerabilidad.

Aquellos golpeados por la crisis -tanto los
pobres como la clase media- han empleado va-
rias estrategias de manejo del riesgo social para
enfrentar las nuevas circunstancias. La princi-
pal respuesta de los pobres a la crisis ha sido re-
ducir el consumo y movilizar la fuerza laboral,
incluido el trabajo infantil. Los resultados de la
Encuesta Social revelan que es más probable
que los jefes de hogar golpeados por una dismi-
nución en sus ingresos saquen a sus hijos de la
escuela, reduciendo así la acumulación de capi-
tal humano. Los grupos de ingreso medio han
respondido a la crisis vendiendo activos y redu-
ciendo el consumo, y de manera notable sacan-
do a sus hijos de las escuelas privadas y matri-
culándolos en escuelas públicas.

Los niños y los adolescentes son los principa-
les grupos vulnerables de edad específica en
Colombia actualmente. El Cuadro 1 presenta un
panorama general de los riesgos y de los progra-
mas de protección social diseñados para enfren-
tar estos riesgos. Los niños en edad preescolar y
de primaria están enfrentando importantes ries-
gos de salud y de nutrición, incluidos una aguda
disminución de las tasas de vacunación y un in-
cremento en el porcentaje de algunas enferme-
dades (como la diarrea), mientras que los jóve-
nes entre los 12 y 17 años han sido identificados

como excepcionalmente vulnerables, debido a
su exposición a múltiples aspectos de violencia
y criminalidad, tanto en las áreas rurales como
urbanas.

Las personas desplazadas por la violencia
constituyen otro grupo significativamente vul-
nerable. La economía de la droga y la fortaleza
militar de las guerrillas y de los paramilitares ha
conducido a un dramático incremento de vio-
lencia, muerte y desplazamiento, especialmen-
te entre la población civil rural. Hay actualmen-
te un gran debate respecto al tamaño y las carac-
terísticas de la población desplazada. El gobier-
no de Colombia estima que hay 400.000 perso-
nas desplazadas mientras que otras fuentes es-
timan este número en 2.000.000 aproximada-
mente. Esta población ha sido expulsada de las
zonas donde estaban ocupadas en actividades
económicas productivas y se ha reubicado en
barriadas pobres urbanas donde las perspecti-
vas de empleo son limitadas, el acceso a los ser-
vicios sociales es restringido y la violencia y el
delito son rampantes. Los datos disponibles su-
gieren que la mayoría de los desplazados son
mujeres (56%) y niños (55% son menores de 18
años), con habilidades y educación limitadas.
En su migración de las áreas rurales a las áreas
urbanas han abandonado su principal activo
-su tierra- y enfrentan barreras para acceder al
trabajo y a los servicios sociales. Su concentra-
ción en pocas ciudades ha puesto gran presión
sobre los limitados presupuestos municipales,
una situación que agrava la actual carencia de
financiación de la principal estrategia nacional
en relación con los desplazados. El conflicto in-
terno también exige creatividad para enfrentar
las necesidades de la población en áreas de con-
flicto. Como el gobierno de Colombia tiene una
presencia muy limitada en las áreas donde las
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guerrillas y los paramilitares son más fuertes, la
población civil residente está básicamente aisla-
da de cualquier ayuda social por parte del go-
bierno. Para enfrentar las necesidades de los
habitantes de estas áreas se requieren acciones
creativas, quizás a través de sociedades con
organizaciones no gubernamentales.

C. La respuesta del gobierno a la crisis: la
Red de Apoyo Social

Los principales programas de asistencia social
de Colombia estaban mal equipados para ofre-
cer protección adecuada a aquellos más afecta-
dos por la reciente crisis. Estas deficiencias
condujeron a la introducción de un nuevo pro-
grama de corto plazo, la Red de Apoyo Social
(RAS), con el fin de mitigar los peores efectos de
la crisis. La implementación de la RAS comenzó
en 2001 y se espera que los programas alcancen
su plena capacidad para mediados de 2003. Los
programas se han enfocado en algunos grupos
vulnerables clave afectados por la crisis, princi-
palmente los desempleados y los jóvenes, con
apoyos al ingreso y transferencias de efectivo de
acuerdo con sus necesidades. Sin embargo, la
implementación del programa tomó casi dos
años, lo cual subraya la necesidad de una red de
seguridad social que pueda responder de mane-
ra más rápida a las crisis futuras.

La Red de Apoyo Social (RAS) está confor-
mada por tres programas principales que pro-
mueven el desarrollo humano, el empleo y la ca-
pacitación para el trabajo. El programa de obras
públicas comunitarias, Empleo en Acción, está
dirigido a suministrar empleo temporal a los po-
bres, a los desempleados, a los trabajadores con
menores niveles de capacitación, empleándolos
en proyectos de inversión intensivos en trabajo,

como la ampliación de las escuelas y la repara-
ción de caminos. El programa de subsidios en
efectivo para las familias pobres, Familias en Ac-
ción, va dirigido a proteger las inversiones en
salud, educación y nutrición para los niños, su-
ministrando dinero condicionado a que las fa-
milias mantengan a sus hijos en la escuela, pro-
veyéndoles los servicios básicos de cuidado pre-
ventivo de la salud. El programa de capacita-
ción y aprendizaje, Jóvenes en Acción, esta diri-
gido a brindar entrenamiento para el empleo a
jóvenes desempleados. Colombia se ha compro-
metido a administrar estos programas durante
tres años (2001-2004) y a revisar los resultados
de las evaluaciones de impacto al concluir los
proyectos, con el fin de valorar la conveniencia
de su continuación como parte de una estrategia
más amplia de seguridad social.

A pesar de la idoneidad de la RAS como un
programa de corto plazo, se requiere una revi-
sión estratégica de cómo se ajusta a una estrate-
gia amplia de  protección social. La efectividad
de los programas de la RAS se evaluará a través
de una evaluación exhaustiva de cada uno de
los componentes. Dependiendo de los resulta-
dos de las evaluaciones de impacto, se podrán
estudiar las fortalezas y debilidades y se podrá,
también, ajustar el diseño de cada programa,
teniendo en cuenta la idoneidad del mismo co-
mo parte de la red de protección a largo plazo.

❐ El programa Empleo en Acción parece estar
bien diseñado para entregar a las áreas po-
bres y a los usuarios las inversiones suminis-
tradas, pero es incapaz de autofocalizarse de
manera efectiva, debido a la obligación legal
de pagar salarios mínimos. Una considera-
ción clave para evaluar la posible continua-
ción de este programa sería encontrar una
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forma de eliminar la exigencia de que el pro-
grama pague el salario mínimo, puesto que
las regulaciones actuales impiden que el pro-
grama se autofocalice de manera adecuada.

❐ El programa Familias en Acción tiene la gran
ventaja de enfrentar una variedad de riesgos
-nutricionales, de salud y educativos- con un
instrumento flexible. Su enfoque del lado de
la demanda deja en manos de los jefes de
hogar afectados directamente por la crisis las
soluciones de dichos riesgos. Sin embargo, el
programa deberá ser monitoreado de mane-
ra cercana, para asegurarse de que su admi-
nistración es eficiente y de que los sistemas
de salud y educativos puedan suministrar los
servicios requeridos para que el programa
sea efectivo. Además, el requerimiento ac-
tual que obliga a los jefes de hogar a elegir en-
tre recibir el subsidio de nutrición y enviar a
sus hijos a los centros de guarderías infanti-
les del Instituto Colombiano de Bienestar Fa-
miliar debe reexaminarse, puesto que ambos
programas no son sustitutos directos.

❐ El programa Jóvenes en Acción presenta una
alternativa a los programas de capacitación
del  Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA),
el cual no tiene un mandato de asistencia so-
cial, o podría ser una estrategia acompañan-
te que llegue a las poblaciones vulnerables.
El hecho de que este nuevo programa opere
de manera paralela al SENA debería ser abor-
dado, si se decide continuar con el progra-
ma. Una posibilidad sería introducir Jóvenes
en Acción como sustituto de los cursos cor-
tos que ofrece actualmente el SENA, ya que
es probable que la orientación del nuevo
programa hacia los pobres y el fomento de la
competencia para el suministro de capacita-

ción sean mecanismos más apropiados que
los prevalecientes en los actuales cursos cor-
tos del SENA.

Para desarrollar una estrategia y un sistema
amplio de protección social, la revisión de los
programas de la RAS debe abarcar los progra-
mas de asistencia social existentes. Al conside-
rar la viabilidad de los programas de la RAS co-
mo parte de una red de protección integrada, se
deben considerar los siguientes temas:

❐ El desempeño de los programas de la RAS
debe juzgarse frente al desempeño de otros
programas de la red de protección social, con
base en las evaluaciones del impacto. Las
evaluaciones del impacto sobre la eficiencia
de los principales programas de asistencia
social se debe llevar a cabo de manera inme-
diata, de modo que los resultados estén dis-
ponibles al mismo tiempo que los resultados
de la evaluación de los programas de la RAS.

❐ El apoyo financiero debe asegurarse para
satisfacer la demanda y asegurar la sosteni-
bilidad de un sistema amplio de protección
social. La financiación de los programas de
la RAS sigue siendo inadecuada para satisfa-
cer las demandas actuales y es insostenible
con el paso del tiempo, puesto que su finan-
ciación se basa principalmente en préstamos
internacionales. Para satisfacer estas necesi-
dades, se debe implementar una estrategia
basada en la reasignación del gasto, el mejo-
ramiento de la focalización y la recuperación
de costos.

❐ Los programas de la RAS deben ser suficien-
temente flexibles para explotar las comple-
mentariedades, tanto a través de los tres pro-
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gramas de la RAS como de las iniciativas de
los gobiernos locales. En la actualidad, los
programas de la RAS están enfocados en
áreas geográficas específicas; Familias en
acción opera en áreas geográficas diferentes
a empleo en acción y jóvenes en acción. Sin
embargo, estos programas enfrentan las vul-
nerabilidades de grupos que viven en las mis-
mas áreas geográficas. Además, probable-
mente existen sinergias entre los programas
que aún no han sido exploradas. También, la
tecnología y el know-how de la RAS deben
estar disponibles para los municipios intere-
sados en lanzar sus propios programas, y se
deben explorar oportunidades que permi-
tan una mayor participación local que con-
tribuya a la dirección estratégica, la adapta-
ción y cofinanciación de los programas.

❐ Las ventajas comparativas de los tres progra-
mas de la RAS se deben considerar de mane-
ra explícita respecto a su capacidad de enfren-
tar la vulnerabilidad crónica versus la vulne-
rabilidad transitoria. De los tres programas
de la RAS, el programa de transferencia de
dinero parece ser el más apropiado par en-
frentar las vulnerabilidades estructurales,
dados los niveles estructurales de indigen-
cia, las barreras del lado de la demanda para
asegurar el acceso a la educación de los niños
pobres y el papel clave que desempeña la edu-
cación para romper la transmisión interge-
neracional de la pobreza. Los programas de
empleo y capacitación de jóvenes parecen
más apropiados para cumplir la función de
"trampolín" que se implementa de manera an-
ticíclica y que permite a las personas reaccio-
nar durante las épocas de crisis. Estos progra-
mas deben ser activados a partir de un esta-
do de "cocción a fuego lento" durante perío-

dos de crisis, utilizando financiación extraor-
dinaria.

❐ Se deben eliminar las barreras de acceso para
así poder llegar a los grupos vulnerables cla-
ve. Las poblaciones en las áreas rurales más
remotas, así como ciertos grupos vulnera-
bles, como los desplazados y los indígenas
que viven en resguardos, enfrentan barreras
para acceder a los programas de la RAS. Si
los programas fueran adoptados de manera
general como parte de una red de protección,
se deben eliminar (o, al menos, reducir) estas
barreras.

D. Principales programas de asistencia so-
cial en Colombia

La asistencia social no fue incluida en las refor-
mas del sector social de la década de 1990. Co-
mo consecuencia, los programas de asistencia
social no solamente son inapropiados para res-
ponder a los grandes choques generales, sino que
presentan problemas de falta de financiación y
excesiva centralización. Las reformas políticas
del sector social impulsadas por la Constitución
de 1991, la ley 60 (hoy reformada por la ley 715
de 2001) y la ley 100, no incluyeron la asistencia
social. La exclusión de la asistencia social de es-
tas reformas ha tenido dos consecuencias. En
primer lugar, mientras la financiación de la sa-
lud y la educación aumentó aproximadamente
desde 4% del PIB a comienzos de la década de
1990 a más de 8% del PIB en 1996, los gastos pre-
supuestados del gobierno central en asistencia
social fluctuaron alrededor de 1% del PIB du-
rante la primera parte de la década de 1990 y
cayeron a menos de 0,7% en el año 20002. Estos
niveles son muy bajos, comparado con países de
similar nivel de desarrollo y con las necesidades
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de grupos vulnerables. En segundo lugar, como
las reformas de descentralización que guiaron
la política del sector social no incluían la asisten-
cia social, los principales programas de asisten-
cia social siguen siendo muy centralizados. Las
transferencias fiscales a los gobiernos locales,
que absorben 14% del PIB, no incluyen la finan-
ciación de la asistencia social. Los gobiernos lo-
cales casi no tienen discrecionalidad sobre la
asignación de los fondos de la asistencia social y
del SENA. Sin embargo, existe desconcentración
de la autoridad central a través de la presencia
de una red nacional de oficinas regionales de
muchos programas, incluidos el ICBF y el SENA.

La crisis económica generó la reducción (o el
estancamiento) del gasto en los programas de
asistencia social, con programas financiados con
fondos de destinación específica que sufrieron
cortes menos dramáticos que aquellos financia-
dos a partir de  los ingresos generales. Los pro-
gramas del ICBF y el SENA financiados a través
de impuestos sobre la nómina fueron recorta-
dos de manera mucho menor que los programas
financiados a través de ingresos generales. El
presupuesto para el programa de vivienda del
Inurbe se redujo a la mitad y los presupuestos
para los ancianos indigentes y las personas des-
plazadas fueron recortados de manera tan seve-
ra que hoy estos dos programas están práctica-
mente desmontados.

En la actualidad, existe la voluntad y la ur-
gencia de implementar una reforma de la red de
protección social. Además de la subfinanciación,

la centralización y los presupuestos procíclicos
o neutrales caracterizados anteriormente, la re-
forma debería tener en cuenta los siguientes
aspectos:

❐ Los faltantes de cobertura de los grupos vul-
nerables clave de edad específica, en especial
de los niños en preescolar. El ICBF estima
que sólo 13% de los niños en los dos deciles
más pobres son cubiertos por los dos progra-
mas principales de desarrollo de la niñez
temprana del ICBF, y los estimativos de cu-
brimiento obtenidos a partir de la Encuesta
Nacional de Hogares y de la Encuesta de Ca-
lidad de Vida de 1997 son incluso menores.

❐ La carencia de un enfoque estratégico de
protección social es subrayada por la frag-
mentación de los programas dentro de las
instituciones y la superposición de los obje-
tivos de los programas a través de las institu-
ciones. Aunque Colombia cuenta con pro-
gramas para enfrentar algunas vulnerabili-
dades clave, éstos no están funcionando de
manera efectiva. Ello es un legado del uso su-
cesivo de los gobiernos de estas instituciones
para alcanzar una amplia variedad de metas
de política, muchas de las cuales no tienen
ninguna relación con los objetivos de la red
de protección. Dos agencias en particular, el
ICBF y la Red de Solidaridad Social (RSS),
parecen sufrir de fragmentación de los pro-
gramas. En especial, la RSS tiene demasia-
dos programas, muchos de los cuales se su-
perponen con aquellos implementados por

2 La asistencia social se define como el gasto en los cuatro principales programas de asistencia social reportados en los datos
presupuestarios agregados: el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Red de Solidaridad Social, el Inurbe y el
subsidio de servicios públicos.
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otras agencias, en combinación con muy po-
cos recursos capaces de llenar las brechas en
protección de los ancianos y los desplaza-
dos.

· Falta de flexibilidad para responder de ma-
nera rápida durante una crisis. Como se
señalo anteriormente, la puesta en marcha
de los programas de la RAS llevó casi dos
años, y el gasto en asistencia social ha tenido,
en general, un comportamiento procíclico.

❐ La deficiente focalización condujo a una red
de protección "para los pobres, pero no para
los más pobres". Los programas sociales exis-
tentes son diseñados principalmente para
trabajadores del sector formal (SENA y cajas
de compensación familiar) y no para los gru-
pos más pobres que carecen de afiliación for-
mal en el mercado de trabajo. Los programas
redistributivos de asistencia social son limi-
tados frente a un amplio rango de progra-
mas sociales, muchos de los cuales son finan-
ciados por y para el sector formal a través de
impuestos sobre la nómina. Los programas
que requieren la afiliación al sector formal
están absorbiendo algunos de los recursos
que podrían estar destinados a los pobres.
Además, el Sisben (sistema de selección de
beneficiarios) no ha sido adoptado por los
principales programas de asistencia social
como una forma de llegar con los recursos a
los grupos más vulnerables.

❐ Muy poca información general sobre cubri-
miento, eficiencia y efectividad de los pro-
gramas de asistencia social de Colombia. A
menudo se carece de los datos básicos sobre
las cifras de los beneficiarios y presupuestos
de los programas, lo cual complica los esti-

mados de costos unitarios y los análisis de la
eficiencia de los programas. Los resultados
de evaluación de impacto  prácticamente no
existen.

❐ Datos presupuestarios del sector social com-
plicados, parciales e incoherentes. No existe
una definición aceptada del gasto social o de
la asistencia social en las cuentas de ingresos
nacionales o en el presupuesto. Los datos pre-
supuestarios son parciales, y diferentes fuen-
tes de datos muestran diferentes niveles de
gasto en programas específicos de asistencia
social. Finalmente, la mayoría de los datos
agregados están disponibles sólo a partir de
una base institucional sin ninguna desagre-
gación. Esta falta de transparencia ha com-
plicado el manejo efectivo del gasto del sec-
tor social, en particular de los programas de
asistencia social.

E. Opciones y recomendaciones para la re-
forma de la asistencia social en Colom-
bia

Se han desarrollado tres tipos de recomendacio-
nes para la reforma de la red de protección so-
cial: i) reformas técnicas en relación con la foca-
lización, el presupuesto, el monitoreo y la eva-
luación que se deben llevar a cabo de manera
inmediata con el fin de mejorar las herramientas
utilizadas para orientar los programas de asis-
tencia social; la necesidad de mejorar estas he-
rramientas es evidente, los pasos para la refor-
ma se exponen de manera clara y la implemen-
tación de los cambios no requeriría financiación
o apoyo político amplios; ii) reformas a los pro-
gramas existentes para mejorar su cubrimiento
y calidad, y iii) reformas estratégicas de largo
plazo dirigidas a mejorar la composición y ope-



ANÁLISIS COYUNTURAL

47

ración de la  red de protección social, cuya im-
plementación requerirá un debate amplio, un
consenso mayor y voluntad política.

1. Reformas técnicas

Los programas de asistencia social de Colombia
se ven entorpecidos por la carencia de una infor-
mación precisa sobre cubrimiento, costos y efec-
tividad. Además, el Sisben debería mejorarse y
su uso debería expandirse cuando se considere
apropiado, con el fin de suministrar una guía
más clara de la focalización de la asistencia so-
cial a los pobres. La información es un aspecto
crítico para manejar de manera efectiva cual-
quier red de protección social. Es necesario guiar
las decisiones de los diseñadores de políticas, en
relación con la administración de la red de pro-
tección, informar al público acerca de los pro-
gramas disponibles y fomentar el debate, la in-
novación y la responsabilidad. La falta de infor-
mación precisa en Colombia ha minado el ma-
nejo efectivo de la red de protección social. En-
frentar estos problemas tiene una prioridad
máxima.

El gobierno de Colombia debería introducir
de manera inmediata tres reformas críticas al
manejo de la información:

❐ Llevar a cabo una revisión del gasto del sec-
tor social, dirigida a reestructurar las cuen-
tas nacionales y otros datos presupuestarios
sobre el gasto del sector social. La falta de
una definición estándar de los gastos del sec-
tor social, la ausencia de información presu-
puestaria sobre programas específicos y las
definiciones de variables de los gastos admi-
nistrativos han contribuido al mal manejo de
las cuentas fiscales de Colombia, lo cual ha

complicado el análisis de las tendencias bá-
sicas y minado la responsabilidad.

❐ Monitoreo y evaluación de los principales
programas públicos nacionales de asistencia
social. Las reformas se deben considerar en
tres niveles: i) asegurar un monitoreo con-
fiable y oportuno sobre los programas de
asistencia social, en particular respecto a cos-
tos y cubrimiento; ii) introducir un monitoreo
participativo, con el fin de fomentar la res-
ponsabilidad pública, y iii) aplicar evalua-
ciones estructuradas de impacto con grupos
de tratamiento y control que permitan la
evaluación de causalidad de los programas
más grandes e importantes.

❐ Actualización del Sisben para enfrentar sus
problemas actuales de diseño e implemen-
tación. El Sisben tiene el potencial de servir
como mecanismo principal de focalización
para canalizar los recursos hacia los pobres
estructurales. Sin embargo, primero se nece-
sita que el Sisben sea actualizado. Ciertos
programas anticíclicos y aquellos dirigidos a
grupos con vulnerabilidades específicas que
no son fácilmente identificables utilizando el
Sisben deberían utilizar mecanismos alter-
nativos de focalización.

2. Reformas de los programas existentes

La eficiencia de los programas de asistencia
social establecidos se podría aumentar a través
de una mejor focalización, de la eliminación de
la superposición y la fragmentación excesivas
de programas, y la reestructuración de los pro-
gramas existentes, con el fin de mejorar el cubri-
miento y la calidad. La red de protección de Co-
lombia carece de enfoque estratégico y está con-
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formada por demasiados programas con muy
pocos recursos. Se podrían introducir las si-
guientes medidas para mejorar su eficiencia y
permitir que la actual red de protección se enfo-
que de manera más directa en los problemas de
los jóvenes, los adolescentes y las personas des-
plazadas -los grupos más vulnerables de la po-
blación-.

❐ Eliminación de la superposición y fragmen-
tación de programas. La financiación social
de la RSS tiene demasiados programas pe-
queños con poca financiación lo que le impi-
de enfocarse en sus objetivos medulares de
reducción de la pobreza de los ancianos y de
asistencia a la población desplazada. Una so-
lución obvia sería eliminar o transferir otros
programas. El ICBF también debería evaluar
la multiplicidad de programas bajo su juris-
dicción, con el fin de mejorar la calidad y la
eficiencia.

❐ Mejoramiento de la calidad de los progra-
mas de guardería y nutrición infantil para
los pobres. Una primera prioridad consisti-
ría en evaluar los CAIP (centros de guardería
formales) y los HCB (centros de guarderías
comunitarios) del ICBF, con el fin de confir-
mar la evidencia anecdótica en el sentido de
que la calidad de los CAIP es "enormemente
mayor" que la calidad suministrada por los
HCB. No debe olvidarse, sin embargo, que el
costo unitario de los CAIP es en promedio
superior al doble de los HCB. Es posible que
-incluso con una calidad menor que la de los
CAIP- los HCB suministren un nivel adecua-
do de servicios. También puede ser factible
mejorar el nivel de cuidado suministrado en
los HCB mediante alternativas de bajo costo,
como la actualización de las habilidades de

las madres comunitarias de los HCB. El sis-
tema de producción, compra y distribución
de alimentos del ICBF también debería
revisarse con un ojo puesto en el incremento
en la eficiencia.

❐ Atención de las necesidades de las personas
desplazadas. Los desplazados, la mitad de
los cuales se estima que son niños, deberían
recibir atención prioritaria de una red de
protección social. Esta política está justifica-
da por el tamaño de este grupo vulnerable, la
concentración de riesgos dentro de su pobla-
ción, la probable carencia de acceso a los pro-
gramas dirigidos a enfrentar sus necesida-
des y la posibilidad de un aumento del des-
plazamiento, dado el estado de conflicto
en Colombia. La comunidad internacional
debería movilizarse más allá de la asistencia
humanitaria, con el fin de enfrentar las nece-
sidades en educación, salud y capacitación
de los desplazados. Estas acciones podrían
concentrarse en las regiones que reciben el
mayor número de desplazados, bajo planes
de acción conjunta desarrollados con aque-
llos departamentos y municipios. Aunque
puede no haber necesidad de crear progra-
mas separados, se debe asegurar que no ha-
brá barreras de acceso que impidan que los
desplazados se beneficien de los programas
de asistencia social, salud y educación.

❐ Reducción de la brecha en asistencia a los an-
cianos. Aunque la situación de los ancianos
no es quizás tan crítica como la que enfren-
tan los dos grupos anteriores, la asistencia
social a los ancianos indigentes se ha recorta-
do de manera aguda. El programa Revivir
dirigido por la Red de Solidaridad Social cu-
brió menos de 1/4  de los ancianos indigentes
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en 1998 y el programa ha sido recortado y
reestructurado a partir de la crisis. Para ce-
rrar esta brecha, se podría realizar la reasig-
nación de los fondos de los programas que
no están dirigidos hacia los pobres. Otro pro-
blema es que Revivir está asignado a los mu-
nicipios que ya tienen un programa propio
para los ancianos indigentes. Finalmente, se
requiere la evaluación sólida del programa
existente, incluida una comparación con la
efectividad del anterior modelo de transfe-
rencias de efectivo.

3. Reformas estratégicas

La red de protección social de Colombia necesi-
ta reformas fundamentales que requerirán vo-
luntad política, consenso para la reforma y nue-
vas políticas. Una oportunidad para implantar
estas reformas se presentará en el 2004 cuando
expiren las actuales fuentes de financiación para
los programas de emergencia de la red de segu-
ridad RAS. Al contar con las evaluaciones de los
principales programas de asistencia social, el
gobierno de Colombia aprovecharía esta opor-
tunidad para dedicarse a una reforma estratégi-
ca en gran escala del sector de la protección social.
La siguiente sección establece una agenda para
la reforma que pueda servir como base para un
debate que conduzca a un plan estratégico de la
reforma. El debate sobre estas reformas estraté-
gicas debería comenzar de inmediato, con el fin
de definir los niveles de financiación apropia-
dos, la estructura administrativa y la composi-
ción  de una red de protección social reformada.

Tres principios guían las recomendaciones
propuestas en esta sección. El primero es que las
actuales restricciones fiscales hacen que sea irreal
pensar en fuentes frescas y sostenibles de finan-

ciación para la asistencia social. Por lo tanto, las
reformas propuestas se enfocan en la reasigna-
ción y en la recuperación del costo. En segundo
lugar, con la inclusión de los nuevos programas
de la RAS, Colombia cuenta con programas pa-
ra abordar los principales riesgos que enfrentan
cada uno de los principales grupos de edades,
así como con programas para grupos clave en
circunstancias especiales (véase el Cuadro 1 al
final del resumen ejecutivo). Por lo tanto, no se
propone la creación de nuevos programas de
asistencia social, sino que se presentan opciones
sobre cómo mejorar los programas existentes,
incluida la RAS. En tercer lugar, se argumenta
que la red de protección social tiene un papel
que desempeñar tanto en tiempos de crisis como
en tiempos más benignos, con el fin de satisfacer
las necesidades de los grupos vulnerables cróni-
cos, vulnerables transitorios y en circunstancias
especiales.

A continuación, se presentan dos recomen-
daciones importantes que servirían como punto
de partida para el debate sobre la reestructura-
ción de la red de protección social de Colombia:
i) ampliación del presupuesto para la asistencia
social y ii) reforma de la estructura y adminis-
tración de la red de protección social.

a. Ampliación del presupuesto de la asistencia
social

El presupuesto de asistencia social en Colombia
es inadecuado para satisfacer las necesidades
de las poblaciones vulnerables, incluso durante
épocas normales. Se recomiendan dos estrate-
gias para incrementar el presupuesto de la asis-
tencia social bajo las actuales restricciones fisca-
les: redirección de los fondos para una mejor
focalización de los programas de asistencia so-
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cial y combinación de esta focalización con la
recuperación de costos de los grupos menos
pobres.

En primer lugar, Colombia debería conside-
rar una redirección de la financiación de los
programas de asistencia social. Por ejemplo,
una completa redirección de los fondos del SENA
a la asistencia social aumentaría de 0,7% del PIB
a 1% los recursos destinados a la asistencia: un
mínimo para un país del estado de desarrollo de
Colombia, en particular, dadas las vulnerabili-
dades actuales y los sobresaltos que probable-
mente se presentarán en el futuro cercano. Esta
decisión será particularmente crítica cuando la
financiación de los nuevos programas de la RAS
se termine en 2004.

En segundo lugar, la focalización se debería
utilizar para alcanzar la recuperación de los cos-
tos de los grupos menos pobres atendidos por
los programas de asistencia social. El gobierno
de Colombia no se puede dar el lujo de subsidiar
programas de bienestar social para quienes no
son pobres. En el caso de los programas que atien-
den a los pobres crónicos y estructurales, se
podrían obtener eficiencias sustanciales a través
de la aplicación de una versión mejorada del Sis-
ben. Por ejemplo, el ICBF podría explorar la uti-
lización del Sisben para establecer los rangos de
pobreza de los beneficiarios de sus programas
de guardería infantil y aplicar una tarifa por es-
calas (sliding-scale), a los usuarios menos pobres,
en particular a quienes utilizan los CAIP, los cua-
les no tienen una focalización apropiada. Esto
permitiría que los servicios permanezcan via-
bles dentro de las comunidades de menores in-
gresos, donde parece existir una alta demanda
por guarderías infantiles. Los ahorros se po-
drían utilizar para incrementar la calidad de los

servicios y ampliar el cubrimiento. Sin embar-
go, esto se podría introducir a partir de una prue-
ba  piloto, con el fin de asegurar que su adminis-
tración no es demasiado compleja y que no exis-
ten repercusiones sociales negativas. Además,
la recuperación de costos y los subsidios varia-
bles se podrían introducir en otros programas.

b. Reformas estructurales y administrativas

El gobierno de Colombia debería comprometer
a los grupos de interés clave en un ejercicio de
planeación para definir la composición, manejo
y estructura administrativa apropiados de la
red de protección social. La atención a la arqui-
tectura, al rol y a la función de la red de seguri-
dad social tradicionalmente ha sido pasada por
alto en Colombia.

Respecto a la administración de la red de
protección, se podría considerar el siguiente
escenario:

❐ La responsabilidad general para la planea-
ción y presupuesto de la red de protección
descansaría de manera natural en el Conpes,
que trabajaría bajo un conjunto establecido
de normas y regulaciones que determina-
rían la red de protección. No parece haber ra-
zones que exijan el establecimiento de una
nueva institución que administre la red de
protección social.

❐ Un secretariado técnico sería responsable de
aconsejar al Conpes. Este secretariado ten-
dría la responsabilidad de supervisar la red
de protección y el manejo de la información.
Muchas de estas responsabilidades las tiene
actualmente el Departamento Nacional de
Planeación, que podría continuar ejerciendo
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este rol bajo términos específicos de referen-
cia y quizás con un rol del Ministerio de
Hacienda o del banco central (Banco de la
República). Las responsabilidades incluirían:

● Uso de los datos existentes para moni-
torear las tendencias macroeconómicas.
Los indicadores clave del desempeño
macroeconómico y los datos sobre los
mecanismos de transmisión se deberían
monitorear de manera regular, con el fin
de evaluar los ajustes necesarios de la red
de protección y establecer detonantes para
la contracción y expansión de los progra-
mas de la red de protección.

● Movilización de los datos microeconó-
micos sobre la evolución de la pobreza y
la vulnerabilidad. Las encuestas de hoga-
res deben mejorarse, con el fin de permi-
tir una mejor evaluación del efecto de la
crisis en el capital humano, suministrar
mejores mediciones de la vulnerabilidad
y monitorear cómo les va a los pobres ba-
jo los distintos tipos de reformas. Se po-
drían explorar datos de panel y otros en-
foques para medir la vulnerabilidad.

● Comprometerse a realizar campañas de
información pública. Las campañas de in-
formación pública son fundamentales al
menos para realizar tres funciones: guiar
a los beneficiarios potenciales de los pro-
gramas de la red de seguridad en cuanto
al acceso a estos programas, aclarando su
disponibilidad y requerimientos de par-
ticipación; mejorar la transparencia y res-
ponsabilidad del sector público y cons-
truir grupos de interés para la reforma.

❐ Podría haber un rol para el aumento de la
descentralización. El manejo de los principa-
les programas de asistencia social -incluidos
el ICBF y el SENA- se encuentra muy centra-
lizado y con destinación específica. Se deben
considerar con cuidado las reformas que
promuevan la descentralización y permitan
una mayor autonomía y flexibilidad para
ajustar los programas y las respuestas gene-
rales de la red de protección a las necesidades
particulares de las áreas locales. Se deben ex-
plorar y evaluar las opciones que involucran
al sector privado y a las ONG como formas
de mejorar la eficiencia, la efectividad y el
cubrimiento.

Respecto a la estructura de la red de protec-
ción reformada, se deben considerar los siguien-
tes temas:

❐ Determinar la composición programática de
la red de protección, incluidos qué progra-
mas deben ser permanentes, el enfrentamien-
to de las vulnerabilidades crónicas, y qué de-
be ser activado como mecanismo anticíclico
durante los períodos de crisis.

❐ Considerar de manera explícita el rol a largo
plazo de los nuevos programas de la RAS.
Con el fin de determinar la composición pro-
gramática de una red de protección reforma-
da, se debe considerar de manera explícita el
rol a largo plazo de los programas de la RAS.
Varias de las principales brechas de las inter-
venciones públicas en el manejo del riesgo
en Colombia han sido llenadas mediante tres
nuevos programas de la RAS. Sin el respaldo
del ingreso y de programas de transferencia
de efectivo, como los establecidos por la
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RAS, la red de seguridad de Colombia esta-
ría en desequilibrio (véase más abajo el cua-
dro 1). Por lo tanto, existe la necesidad de
evaluar cuáles programas de la RAS deben
subsistirse como parte de una red de protec-
ción permanente, ya sea como programas
para enfrentar las vulnerabilidades estruc-
turales y/o los programas cíclicos implemen-
tados durante épocas de crisis. Las evalua-
ciones del impacto de los programas de la
RAS y otros programas sociales con simila-
res objetivos (incluidos los cursos cortos del
SENA y otros programas de nutrición del
ICBF) deberían guiar la composición de la
red de protección social, para que la RAS no
cree otra capa institucional que se superpon-
ga a la red de los programas existentes.

❐ Establecimiento de un elemento anticíclico
de la red de protección. Existe la necesidad
de establecer una estrategia anticíclica de la
red de protección que permita al gobierno de
Colombia responder de manera rápida a la
siguiente crisis económica. Un área priorita-
ria para la acción consiste en determinar las
normas y procedimientos específicos bajo
los cuales la red de protección anticíclica ope-
raría para satisfacer las necesidades de los
grupos vulnerables afectados durante las
épocas de crisis. Esto incluiría el estableci-
miento de detonantes para la ampliación in-
mediata de programas seleccionados e iden-
tificados previamente, cuando el país sea
golpeado por una crisis. Otro paso clave en el
establecimiento de una estrategia anticíclica
consiste en determinar la estructura adminis-
trativa e institucional de la estrategia. La ten-
tación de establecer un instituto separado
para manejar el elemento anticíclico se debe-

ría probablemente evitar, dada la gran varie-
dad de programas existentes y de organiza-
ciones responsables del diseño y análisis de
políticas en Colombia. En cambio, la estruc-
tura administrativa propuesta anteriormen-
te debería adaptarse para enfrentar los as-
pectos anticíclicos. Un tercer elemento es la
determinación de cuáles programas com-
pondrían la "canasta" de la cual el elemento
anticíclico se aprovecharía para la amplia-
ción durante las épocas de crisis. Finalmen-
te, se necesita abordar la financiación de las
respuestas anticíclicas.

En resumen, el diagnóstico y las recomenda-
ciones deberían servir como punto de partida
para un debate concienzudo sobre cómo esta-
blecer una red de protección social sólida en
Colombia. Este debate conduciría a una reforma
amplia de la red de protección en 2004, cuando
expire la financiación de los programas de emer-
gencia de la RAS. El gobierno de Colombia ten-
drá que estar bien preparado para reformar el
sistema de protección social, en particular si
han sido implementadas las reformas técnicas
-en particular las evaluaciones de los principa-
les programas de asistencia social- propuestas
anteriormente. El diálogo ha comenzado, pero
necesita ser ampliado y profundizado. Ya se
han introducido varias reformas. Sin embargo,
los cambios clave aún necesitan ser implemen-
tados, con el fin de asegurar el establecimiento
de una red de protección social efectiva en Co-
lombia. Ciertas reformas pueden ser institui-
das en el corto plazo, mientras que otras se be-
neficiarían de una evaluación exhaustiva de los
programas clave, de un debate nacional amplio
y de la planeación anticipada de la reforma de
2004.



ANÁLISIS COYUNTURAL

53

C
ua

dr
o 

1
R

IE
SG

O
S 

SO
C

IA
LE

S 
Y 

PR
O

G
R

A
M

A
S 

D
E 

PR
O

TE
C

C
IÓ

N
 S

O
C

IA
L 

EN
 C

O
LO

M
BI

A
, 2

00
11

0-
6 

añ
os

 d
e 

ed
ad

(P
ob

la
ci

ón
: 4

.8
73

,0
00

3

Im
p

ed
im

en
to

 d
el

 d
es

a-
rr

ol
lo

D
es

ar
ro

ll
o 

li
m

it
ad

o 
d

e 
la

ni
ñe

z 
te

m
p

ra
na

7-
11

 a
ño

s 
d

e 
ed

ad
(p

ob
la

ci
ón

: 5
.1

71
.0

00
6 )

B
aj

o 
d

es
ar

ro
ll

o 
d

el
c a

p
it

al
 h

u
m

an
o

12
-1

8 
añ

os
 d

e 
ed

ad
(p

ob
la

c i
ón

: 6
.0

59
.0

00
)

B
aj

o 
d

es
ar

ro
ll

o 
d

el
c a

p
it

al
 h

u
m

an
o

M
al

nu
tr

ic
ió

n 
se

ve
ra

cr
ón

ic
a 

(0
-5

 a
ño

s 
d

e
ed

ad
)4

A
si

st
en

ci
a 

al
 p

re
es

co
la

r 
o

a 
la

 g
u

ar
d

er
ía

 (
0-

7 
añ

os
d

e 
ed

ad
)5

M
at

ri
c u

la
s 

ne
ta

s 
en

 la
es

c u
el

a 
p

ri
m

ar
ia

 (
7-

11
añ

os
 d

e 
ed

ad
)

E
xc

es
o 

d
e 

ed
ad

 r
eq

u
er

id
a

(r
et

ar
d

o 
en

 e
l p

ro
m

ed
io

d
e 

añ
os

) 
(7

-1
1 

añ
os

 d
e

ed
ad

)8

M
at

ri
c u

la
s 

en
 s

ec
u

nd
ar

ia
(1

2-
17

 a
ño

s 
d

e 
ed

ad
)9

67
5.

00
0,

 t
ot

al
25

5.
00

0 
Q

1
15

4.
00

0Q
2

N
o 

as
is

te
nc

ia
:

3.
56

2.
00

0,
 t

ot
al

1.
12

4.
00

0 
Q

1
97

8.
00

0 
Q

2

N
o 

m
at

ri
c u

la
d

o7 :
70

7.
00

0,
 t

ot
al

19
4.

00
0 

Q
1

18
4.

00
0 

Q
2

N
o 

m
at

ri
c u

la
d

o:
1.

90
1.

00
0,

 t
ot

al
60

8.
00

0 
Q

1
46

8.
00

0 
Q

2

13
,5

%
 d

el
 to

ta
l

19
,7

%
 Q

1
12

,5
%

 Q
2

N
o 

as
is

te
nc

ia
:

54
%

 d
el

 t
ot

al
62

,9
%

 Q
1

58
,7

%
 Q

2

M
at

ri
c u

la
d

o:
83

,6
%

 d
el

 to
ta

l
84

,3
%

 Q
1

83
,2

%
 Q

2
0,

20
 t

ot
al

 a
ño

s
0,

44
 Q

1
10

,2
4 

Q
2

M
at

ri
c u

la
d

o:
62

,8
%

 d
el

 to
ta

l
47

,7
%

 Q
1

58
,3

%
 Q

2

A
li

m
en

ta
ci

ón
 e

sc
ol

ar
 d

el
IC

B
FG

u
ar

d
er

ía
 f

or
m

al
d

el
 C

A
IP

 d
el

 I
C

B
F/

E
C

D
G

u
ar

d
er

ía
 in

fo
rm

al
 H

C
B

d
el

 I
C

B
F/

E
C

D

N
in

gu
na

P
ro

gr
am

a 
B

on
o 

P
A

C
E

S,
p

er
o 

se
 e

st
á

d
es

c o
nt

in
u

an
d

o

Fa
m

ili
as

 e
n 

A
cc

ió
n 

de
 la

R
A

S
T

ra
ns

fe
re

nc
ia

 c
on

d
ic

io
na

l
d

e 
ef

ec
ti

vo
 (

su
bv

en
ci

ón
en

 s
al

u
d

 y
 n

u
tr

ic
ió

n)

T
ra

ns
fe

re
nc

ia
 c

on
d

ic
io

na
l

d
e 

ef
ec

ti
vo

 d
e 

Fa
m

ili
a s

 e
n

A
cc

ió
n 

de
 la

 R
A

S
(s

u
bs

id
io

 e
d

u
ca

ti
vo

)

T
ra

ns
fe

re
nc

ia
 c

on
d

ic
io

na
l

d
e 

ef
ec

ti
vo

 d
e 

Fa
m

ili
a s

 e
n

A
cc

ió
n 

de
 la

 R
A

S
(s

u
bs

id
io

 e
d

u
ca

ti
vo

)

Se
gu

ro
 d

e 
la

 s
al

u
d

 I
SS

(r
eg

ím
en

es
 c

on
tr

ib
u

ti
vo

s 
y

su
bs

id
ia

d
os

)

Se
gu

ro
 d

e 
sa

lu
d

 d
el

 I
SS

(r
eg

ím
en

es
 c

on
tr

ib
u

ti
vo

 y
su

bs
id

ia
d

o)

Se
gu

ro
 d

e 
sa

lu
d

 d
el

 I
SS

(r
eg

ím
en

es
 c

on
tr

ib
u

ti
vo

 y
su

bs
id

ia
d

o)

T
ip

o 
d

e 
ri

es
go

In
d

ic
ad

or
 d

e 
ri

es
go

P
re

va
le

n
ci

a2  n
ú

m
er

o 
d

e
af

ec
ta

d
os

P
or

ce
n

ta
je

P
ro

gr
am

as
 d

e 
p

ro
te

cc
ió

n
so

ci
al

 e
xi

st
en

te
s 

d
e

as
is

te
n

ci
a 

so
ci

al

N
u

ev
a 

as
is

te
n

ci
a 

so
ci

al
S

eg
u

ri
d

ad
 s

oc
ia

l

1
E

st
e 

c u
ad

ro
 c

u
br

e 
lo

s 
p

ri
nc

ip
al

es
 p

ro
gr

am
as

 n
ac

io
na

le
s 

d
e 

p
ro

te
c c

ió
n 

so
c i

al
. A

 m
en

os
 q

u
e 

se
 d

ig
a 

ot
ra

 c
os

a,
 lo

s 
es

ti
m

ad
os

 f
u

er
on

 to
m

ad
os

 d
e 

la
s 

d
iv

is
io

ne
s 

D
D

S 
y 

SE
S 

d
el

 D
N

P
, u

ti
li

za
nd

o 
lo

s 
d

at
os

 d
e

la
 E

nc
u

es
ta

 N
ac

io
na

l d
e 

H
og

ar
es

 d
e 

se
p

ti
em

br
e 

d
e 

20
00

. M
ás

 in
fo

rm
ac

ió
n 

ac
er

c a
 d

e 
lo

s 
in

d
ic

ad
or

es
 d

e 
ri

es
go

 s
e 

in
c l

u
yó

 e
n 

el
 c

u
ad

ro
 7

 a
l f

in
al

 d
el

 c
ap

ít
u

lo
 2

.
2

Q
u

in
ti

le
s 

d
e 

in
gr

es
o 

p
er

 c
áp

it
a,

 u
ti

li
za

nd
o 

lo
s 

es
ti

m
ad

os
 d

el
 D

N
P

.
3

P
ob

la
c i

ón
 d

e 
0-

5 
añ

os
 d

e 
ed

ad
. D

A
N

E
.

4
D

at
os

 d
e 

D
H

S 
d

el
 D

A
N

E
 y

 P
ro

fa
m

il
ia

.
5

E
C

V
 1

99
7,

 e
st

im
ad

os
 d

e 
M

is
ió

n 
So

c i
al

 d
el

 D
N

P
, e

n 
“I

nf
or

m
e 

fi
na

l: 
IC

B
F”

, F
ed

es
ar

ro
ll

o.
 L

os
 e

st
im

ad
os

 in
c l

u
ye

n 
H

C
B

, C
A

IP
 y

 t
od

as
 la

s 
d

em
ás

 in
st

it
u

c i
on

es
 d

e 
p

re
es

c o
la

r 
y 

d
e 

gu
ar

d
er

ía
s.

6
P

ob
la

c i
ón

 d
e 

6-
11

 a
ño

s 
d

e 
ed

ad
.

7
E

l e
xc

es
o 

d
e 

ed
ad

 s
e 

d
ef

in
e 

c o
m

o 
el

 n
œ

m
er

o 
p

ro
m

ed
io

 d
e 

añ
os

 q
u

e 
se

 e
nc

u
en

tr
an

 a
tr

as
ad

os
 lo

s 
ni

ño
s 

en
 e

st
e 

gr
u

p
o 

d
e 

ed
ad

 r
es

p
ec

to
 a

 s
u

 c
or

re
sp

on
d

ie
nt

e 
ni

ve
l d

e 
gr

ad
o.

8
M

at
ri

c u
la

d
os

 n
et

os
 e

n 
la

 e
sc

u
el

a 
se

c u
nd

ar
ia

 s
e 

c a
lc

u
la

 c
om

o 
el

 n
ú

m
er

o 
d

e 
ni

ño
s 

d
e 

12
-1

7 
añ

os
 d

e 
ed

ad
 q

u
e 

se
 e

nc
u

en
tr

an
 e

n 
se

c u
nd

ar
ia

, d
iv

id
id

o 
en

tr
e 

el
 n

œ
m

er
o 

to
ta

l d
e 

ni
ño

s 
d

e 
12

-1
7 

añ
os

 d
e 

ed
ad

.
9

E
l e

xc
es

o 
d

e 
ed

ad
 s

e 
d

ef
in

e 
c o

m
o 

el
 n

œ
m

er
o 

p
ro

m
ed

io
 d

e 
añ

os
 q

u
e 

se
 e

nc
u

en
tr

an
 a

tr
as

ad
os

 lo
s 

ni
ño

s 
en

 e
st

e 
gr

u
p

o 
d

e 
ed

ad
 r

es
p

ec
to

 a
 s

u
 n

iv
el

 d
e 

gr
ad

o 
c o

rr
es

p
on

d
ie

nt
e.

Fu
en

te
: c

ál
c u

lo
s 

d
e 

lo
s 

au
to

re
s.



COYUNTURA SOCIAL

54

C
ua

dr
o 

1 
(C

on
ti

nu
ac

ió
n)

R
IE

SG
O

S 
SO

C
IA

LE
S 

Y 
PR

O
G

R
A

M
A

S 
D

E 
PR

O
TE

C
C

IÓ
N

 S
O

C
IA

L 
EN

 C
O

LO
M

BI
A

, 2
00

11

Sa
lu

d

In
gr

es
o 

ba
jo

19
-6

4 
añ

os
 d

e 
ed

ad
(p

ob
la

c i
ón

: 2
2.

26
1,

00
0)

In
gr

es
o 

ba
jo

E
xc

es
o 

d
e 

ed
ad

 r
eq

u
er

id
a

(r
et

ar
d

o 
en

 e
l p

ro
m

ed
io

d
e 

añ
os

) 
(1

2-
17

 a
ño

s)
10

E
m

ba
ra

zo
 d

e 
m

u
je

re
s

jó
ve

ne
s 

(1
5-

19
 a

ño
s 

d
e

ed
ad

)11

In
ac

ti
vi

d
ad

12
 (

12
-1

7 
añ

os
d

e 
ed

ad
)

D
es

em
p

le
o 

co
m

o 
p

or
-

ce
nt

aj
e 

d
e 

la
 p

ob
la

ci
ón

ec
on

óm
ic

am
en

te
 a

ct
iv

a
(1

2-
18

 a
ño

s 
d

e 
ed

ad
)13

Se
ct

or
 in

fo
rm

al
 c

om
o

p
or

ce
nt

aj
e 

d
e 

to
d

os
 lo

s
em

p
le

ad
os

 (
só

lo
 la

s 
7

ci
u

d
ad

es
 p

ri
nc

ip
al

es
, 1

5-
19

 a
ño

s 
d

e 
ed

ad
)

D
es

em
p

le
o 

c o
m

o
p

or
c e

nt
aj

e 
d

e 
la

p
ob

la
c i

ón
ec

on
óm

ic
am

en
te

 a
c t

iv
a14

Se
c t

or
 in

fo
rm

al
 c

om
o

p
or

c e
nt

aj
e 

d
e 

to
d

os
 lo

s
em

p
le

ad
os

 (
la

s 
7

c i
u

d
ad

es
 p

ri
nc

ip
al

es
,

20
-5

9 
añ

os
 d

e 
ed

ad
)15

42
0.

00
0,

 t
ot

al

68
0.

00
0,

 t
ot

al
20

2.
00

0 
Q

1
18

7.
00

0 
Q

2
49

7.
00

0,
 t

ot
al

11
9.

00
0 

Q
1

12
9.

00
0 

Q
2

24
4.

00
0,

 t
ot

al
46

.0
00

 Q
1

49
.0

00
 Q

2

2.
70

5.
00

0,
 t

ot
al

54
2.

00
0 

Q
1

55
0.

00
0 

Q
2

2.
99

9.
00

0 
to

ta
l

52
6.

00
0 

Q
1

58
6.

00
0 

Q
2

0,
82

 d
el

 t
ot

al
 d

e 
añ

os
1,

37
 Q

1
1,

02
 Q

2

19
%

 d
el

 t
ot

al
 (

26
%

 r
u

ra
l)

13
,3

%
, t

ot
al

17
,4

%
 Q

1
16

,7
%

 Q
2

30
,5

%
, t

ot
al

28
,1

%
 Q

1
34

,3
%

 Q
2

79
,0

%
, t

ot
al

94
,5

%
 Q

1
87

,6
%

 Q
2

15
,8

%
, t

ot
al

22
,0

%
 Q

1
19

,1
%

 Q
2

57
,9

%
, t

ot
al

85
,7

%
 Q

1
70

,4
%

 Q
2

C
ap

a c
it

a c
ió

n 
d

e 
la

ju
ve

nt
u

d
 p

or
 p

ar
te

 d
e

Jó
ve

ne
s 

en
 A

cc
ió

n 
de

 la
R

A
S

E
m

p
le

o 
d

e 
E

m
pl

eo
 e

n
A

cc
ió

n 
de

 la
 R

A
S

Se
gu

ro
 d

e 
sa

lu
d

 d
el

 I
SS

(r
eg

ím
en

es
 c

on
tr

ib
u

ti
vo

 y
su

bs
id

ia
d

o)

T
ip

o 
d

e 
ri

es
go

In
d

ic
ad

or
 d

e 
ri

es
go

P
re

va
le

n
ci

a2  n
ú

m
er

o 
d

e
af

ec
ta

d
os

P
or

ce
n

ta
je

P
ro

gr
am

as
 d

e 
p

ro
te

cc
ió

n
so

ci
al

 e
xi

st
en

te
s 

d
e

as
is

te
n

ci
a 

so
ci

al

N
u

ev
a 

as
is

te
n

ci
a 

so
ci

al
S

eg
u

ri
d

ad
 s

oc
ia

l

10
R

ep
re

se
nt

a 
a 

la
s 

m
u

je
re

s 
en

 e
st

e 
gr

u
p

o 
d

e 
ed

ad
 q

u
e 

es
tá

n 
em

ba
ra

za
d

as
 o

 t
ie

ne
n 

u
n 

hi
jo

.
11

N
i e

st
u

d
io

 n
i t

ra
ba

jo
.

12
L

a 
p

ob
la

c i
ón

 e
co

nó
m

ic
am

en
te

 a
c t

iv
a 

se
 d

ef
in

e 
c o

m
o 

ha
bi

en
d

o 
tr

ab
aj

ad
o 

u
n 

c i
er

to
 n

ú
m

er
o 

d
e 

ho
ra

s 
re

c i
en

te
m

en
te

, o
 e

st
ar

 s
in

 t
ra

ba
jo

 p
er

o 
ha

be
r 

bu
sc

ad
o 

em
p

le
o 

d
e 

m
an

er
a 

ac
ti

va
.

13
Se

 in
c l

u
ye

n 
en

 e
st

e 
c á

lc
u

lo
 s

ol
am

en
te

 d
at

os
 d

e 
si

et
e 

c i
u

d
ad

es
 (B

og
ot

á,
 B

ar
ra

nq
u

il
la

, M
ed

el
lí

n,
 C

al
i, 

M
an

iz
al

es
, B

u
ca

ra
m

an
ga

 y
 P

as
to

);
 e

l n
œ

m
er

o 
to

ta
l d

e 
p

er
so

na
s 

qu
e 

tr
ab

aj
an

 e
n 

el
 s

ec
to

r i
nf

or
m

al
 e

n 
to

d
a

la
 n

ac
ió

n 
es

 m
u

ch
o 

m
ay

or
.

14
Se

 in
c l

u
ye

n 
so

la
m

en
te

 d
at

os
 d

e 
si

et
e 

c i
u

d
ad

es
 e

n 
es

te
 c

ál
c u

lo
, y

 s
ól

o 
se

 in
c l

u
ye

 e
l g

ru
p

o 
d

e 
ed

ad
 d

e 
29

-5
9 

añ
os

, m
ie

nt
ra

s 
qu

e 
la

 d
ef

in
ic

ió
n 

d
e 

“f
u

er
za

 la
bo

ra
l”

 in
c l

u
ye

 tí
p

ic
am

en
te

 la
s 

p
er

so
na

s 
m

ás
 jó

ve
ne

s
y 

la
s 

m
ás

 v
ie

ja
s.

 P
or

 lo
 t

an
to

, e
l n

œ
m

er
o 

to
ta

l d
e 

p
er

so
na

s 
qu

e 
tr

ab
aj

an
 e

n 
el

 s
ec

to
r 

in
fo

rm
al

 e
n 

to
d

a 
la

 n
ac

ió
n 

es
 m

u
ch

o 
m

ay
or

.
15

D
at

os
 s

ol
am

en
te

 d
e 

si
et

e 
c i

u
d

ad
es

; e
l n

œ
m

er
o 

to
ta

l d
e 

p
er

so
na

s 
qu

e 
tr

ab
aj

an
 e

n 
el

 s
ec

to
r 

in
fo

rm
al

 e
n 

to
d

a 
la

 n
ac

ió
n 

es
 m

u
ch

o 
m

ay
or

.
Fu

en
te

: c
ál

c u
lo

s 
d

e 
lo

s 
au

to
re

s.



ANÁLISIS COYUNTURAL

55

C
ua

dr
o 

1 
(C

on
ti

nu
ac

ió
n)

R
IE

SG
O

S 
SO

C
IA

LE
S 

Y 
PR

O
G

R
A

M
A

S 
D

E 
PR

O
TE

C
C

IÓ
N

 S
O

C
IA

L 
EN

 C
O

LO
M

BI
A

, 2
00

11

M
ás

 d
e 

65
 a

ño
s 

d
e 

ed
ad

(p
ob

la
ci

ón
: 2

.4
52

,0
00

)

In
gr

es
o 

ba
jo

P
ob

la
ci

ón
 g

en
er

al

Sa
lu

d
 d

e 
lo

s 
p

ob
re

s

B
aj

a 
c a

li
d

ad
 d

e 
la

vi
vi

en
d

a

V
io

le
nc

ia
 y

d
es

p
la

za
m

ie
nt

o

Si
n 

p
en

si
ón

Se
ct

or
 in

fo
rm

al
 c

om
o

p
or

ce
nt

aj
e 

d
e 

to
d

os
 lo

s
em

p
le

ad
os

 (
la

s 
7 

p
ri

n-
ci

p
al

es
 c

iu
d

ad
es

,
m

ay
or

es
 d

e 
60

 a
ño

s 
d

e
ed

ad
)16

A
c c

es
o 

a 
la

 s
eg

u
ri

d
ad

 d
e

sa
lu

d

Si
n 

ac
u

ed
u

c t
o

Si
n 

el
ec

tr
ic

id
ad

D
es

p
la

za
m

ie
nt

o

2.
11

1.
00

0,
 t

ot
al

47
4.

00
0 

Q
1

39
9.

00
0 

Q
2

23
4.

00
0,

 t
ot

al
38

.0
00

 Q
1

39
.0

00
 Q

2

19
 m

il
lo

ne
s 

no
as

eg
u

ra
d

os

5.
83

6.
00

0,
 to

t
2.

63
7.

00
0 

Q
1

1.
48

6.
00

0 
Q

2
1.

97
5.

00
0,

 to
t

93
9.

00
0 

Q
1

49
8.

00
0 

Q
2

40
0.

00
0-

1.
9 

m
il

lo
ne

s17

81
,8

%
, t

ot
al

98
,0

%
 Q

1
97

,5
%

 Q
2

82
,7

%
, t

ot
al

96
,8

%
 Q

1
90

,5
%

 Q
2

47
%

 n
o 

as
eg

u
ra

d
o

14
,3

%
 to

ta
l

32
,3

%
 Q

1
18

,2
%

 Q
2

4,
84

%
 to

ta
l

11
,5

%
 Q

1
6,

1%
 Q

2
1%

 a
 5

%
 t

ot
al

R
ev

iv
ir

 d
e 

la
 R

SS

C
aj

as
 d

e 
c o

m
p

en
sa

c i
ón

Su
bs

id
io

s 
a 

lo
s 

se
rv

ic
io

s
p

ú
bl

ic
os

P
ro

gr
am

as
 d

e 
vi

vi
en

d
a

ru
ra

l d
el

 I
N

U
R

B
E

P
ro

gr
am

a 
d

e 
la

 R
SS

 p
ar

a
lo

s 
d

es
p

la
za

d
os

N
in

gu
na

N
in

gu
na

N
in

gu
na

Si
st

em
a 

d
e 

p
en

si
ón

 p
ar

a
em

p
le

ad
os

 d
el

 s
ec

to
r 

fo
rm

al

Se
gu

ri
d

ad
 d

e 
sa

lu
d

 d
el

 I
SS

(r
eg

ím
en

es
 c

on
tr

ib
u

ti
vo

 y
su

bs
id

ia
d

o)

T
ip

o 
d

e 
ri

es
go

In
d

ic
ad

or
 d

e 
ri

es
go

P
re

va
le

n
ci

a2  n
ú

m
er

o 
d

e
af

ec
ta

d
os

P
or

ce
n

ta
je

P
ro

gr
am

as
 d

e 
p

ro
te

cc
ió

n
so

ci
al

 e
xi

st
en

te
s 

d
e

as
is

te
n

ci
a 

so
ci

al

N
u

ev
a 

as
is

te
n

ci
a 

so
ci

al
S

eg
u

ri
d

ad
 s

oc
ia

l

16
M

em
or

an
d

o 
d

el
 C

on
p

es
 s

ob
re

 la
 p

ob
la

c i
ón

 d
es

p
la

za
d

a,
 2

00
0;

 C
O

D
E

E
S-

U
N

IC
E

F,
 1

99
9.

Fu
en

te
: c

ál
c u

lo
s 

d
e 

lo
s 

au
to

re
s.


